Carátula 


COMISIÓN DE PRESUPUESTO INTEGRADA CON HACIENDA 


(Sesión celebrada el día 13 de agosto de 2019). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:13). 


La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene mucho gusto en recibir al señor 
ministro de Economía y Finanzas, economista Danilo Astori, y a todo su equipo; al director de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, contador Álvaro García, y a todos los integrantes que lo acompañan. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señor presidente. 


Saludamos a todos los integrantes de las comisiones de presupuesto y de hacienda de la 
Cámara de Senadores. 


Vamos a proceder a presentar algunos de los aspectos importantes que hemos tenido en 
cuenta para la elaboración de este proyecto de ley de rendición de cuentas y que se puede consultar 
en detalle en la exposición de motivos, que supongo ya está a disposición de los integrantes de la 
comisión. 


Comenzaremos proponiendo una subdivisión en cuatro temas de los aspectos que vamos a 
abordar a continuación. Obviamente, en primer lugar haremos un breve análisis del escenario 
macroeconómico internacional y nacional en el que hemos elaborado este proyecto. En segundo 
término, comentaremos algunas de las principales proyecciones económicas que están contenidas en 
el proyecto de ley. En tercer lugar, haremos referencia a algo que nos parece muy importante en esta 
etapa de la vida del país y que son los avances en materia de capacidad física y humana a través de 
las inversiones en infraestructura. Finalmente, repasaremos cuáles han sido, una vez más, en este 
proyecto y en el proceso al que alude, las prioridades del gasto público social. 


En cuanto al escenario macroeconómico internacional, en primer lugar, percibimos un 
crecimiento económico mundial esperado que está recorriendo una trayectoria a la baja, tal como lo 
muestra la gráfica que los señores senadores están observando. A la izquierda, figura el dato concreto 
que se ha verificado en la práctica y que nos muestra que, a partir de 2017, la producción mundial 
comenzó a caer; a la derecha, nos muestra que también está siendo objeto de predicciones que 
recorren una trayectoria hacia la baja igualmente, culminando con ese 3,2 %, que es la última 
estimación disponible y que hemos incluido también en el dato de la izquierda, que es el de la recorrida 
concreta de la proyección mundial, en la que juega un papel importante, a nuestro juicio, la guerra 
comercial que vienen librando Estados Unidos y China en los últimos tiempos. Esto está asociado a 
una caída del crecimiento chino que, al igual que cuando China desempeñó un papel fundamental 
como factor regulación mundial, hoy está representando un factor importante en el deterioro de las 
expectativas de crecimiento en el mundo. Fíjense, señores senadores, que la última estimación de 
crecimiento, que era 6,6 %, ha sido reducida a 6,2 %, luego de haber llegado al menor crecimiento 
anual desde 1990. Esto para la economía mundial es un dato extraordinariamente importante. De la 
misma manera, tenemos que señalar que el volumen del comercio mundial de bienes se ha 
desacelerado desde mediados de 2017, tanto para las exportaciones, para las importaciones como 
para los bienes y servicios. 


Por otra parte, tenemos un indicador de perspectiva del comercio mundial —esto podemos 
verlo a la derecha de esta lámina— y del volumen del comercio mundial de bienes que no es para nada 
positivo. A la derecha de la gráfica y encerrado en el círculo rojo podemos ver un claro descenso de las 
expectativas de evolución del comercio mundial que junto con las cifras de crecimiento traza un 


panorama bastante incierto acerca de lo que se puede esperar para el futuro: incertidumbre, confusión 
y, sobre todo, las consecuencias de esa guerra comercial que no sabemos con qué factores va a 
afectar a una economía como la uruguaya. Aquí estamos mostrando —como parte de este breve 
análisis internacional— la evolución de algunas variables externas de referencia, que nos importan 
mucho. 


A la izquierda se ve una notoria caída de las tasas de interés —acompañando decisiones de la 
reserva federal de los Estados Unidos— hasta ubicarse, en este mes de agosto de 2019, en 1.7%. Esto 
significa que hay una caída dramática de las tasas de interés que, por supuesto, para los países como 
Uruguay tiene aspectos positivos, tanto desde el punto de vista del costo financiero y del acceso a los 
mercados como desde el punto de vista de la atracción de nuevos orígenes de inversión; al provenir de 
otros países importantes del mundo llegan en volúmenes crecientes —esperamos que así lleguen- a los 
llamados países emergentes. 


A la derecha vemos una evolución de los precios del petróleo, que siempre es muy volátil. Se 
pueden apreciar desde caídas muy agudas hasta recuperaciones igualmente importantes. En agosto 
de este año, el precio del barril del petróleo Brent alcanzó un costo de USD 56.31. Esta noticia no deja 
de ser positiva y auspiciosa para Uruguay siempre que se mantenga, porque esta gráfica de evolución 
del precio del petróleo también indica una gran volatilidad, como decía recientemente. 


En la siguiente gráfica exhibimos la dispar evolución de algunos precios de rubros de 
exportación importantes para el Uruguay. Hemos seleccionado cuatro productos: la leche en polvo 
entera, la soja, el arroz y la carne. Como dice el título de la lámina, son evoluciones muy dispares. 


Respecto a la leche tenemos desde caídas importantes hasta recuperaciones también 
importantes, con un descenso reciente que obviamente perjudica a la producción y a la exportación 
uruguaya. 


En cuanto a la soja, es evidente que hay dos plataformas para Uruguay: una positiva y otra 
negativa, que es la actual. Estamos moviéndonos con relativa estabilidad a un nivel que está muy por 
debajo del que Uruguay supo disfrutar no hace mucho tiempo. 


En materia de arroz aparece, en las últimas observaciones —sobre todo desde principios del 
año pasado-, una cierta estabilidad. 


Y, en materia de carnes —como se aprecia allí—, los precios tienen una tendencia positiva para 
Uruguay por encima de volatilidades de corto plazo. Incluso, si tuviéramos que calcular un promedio 
tendencial, tendríamos que decir que los precios internacionales de la carne están al alza para Uruguay 
que, en este momento, está colocando su carne a un promedio superior a los USD 4000 la tonelada, lo 
cual es un ingreso importante para el país. 


Ahora bien, en este escenario internacional, la situación del vecindario es muy importante. 
Después de lo ocurrido en Argentina con el reciente proceso electoral y su resultado, tendremos que 
incluir factores que todavía no hemos podido analizar, pero que, seguramente, van a tener un impacto 
relevante en Uruguay. 


A la izquierda —y hago la salvedad-—, sin tener en cuenta el impacto de los recientes eventos 
políticos en la Argentina, vemos un claro deterioro de la variación trimestral interanual de la evolución 
del producto. 


Desde el segundo trimestre del 2018 en adelante, Argentina no ha parado de caer; las que 
mostramos son las cifras del producto. 


Al tiempo que verificábamos estos aspectos en Argentina, veíamos cómo también se 
deterioraba el ritmo de crecimiento en Brasil, que no tiene caídas en el producto pero sí una evolución 
creciente descendente hasta llegar a ese último dato del primer trimestre de este año, de 0,4 % de 
crecimiento. O sea que ambos vecinos tienen problemas en el nivel de actividad; en la Argentina es 
peor que en Brasil sin medir, reitero, los impactos de los recientes eventos político-electorales que 
todos conocemos y que, con el correr del tiempo, nos irán dando material e información como para 
poder hacer un análisis más serio al respecto. Por ahora no podemos hacerlo por razones obvias: 
porque no disponemos de ese material. 


Las expectativas de crecimiento para la región tienen permanentemente una corrección a la 
baja en los últimos tiempos. En la imagen que mostramos estamos comparando las dos rendiciones de 
cuentas que hemos presentado el año pasado y ahora este; en azul la rendición de cuentas del 2017 y 
en marrón —así lo veo desde acá y perdonen si me equivoco con los colores—, la que estamos 
presentando en este momento. En ambos casos, para el 2019 y para el 2020, tanto para Brasil como 
para Argentina se corrigen las expectativas a la baja, esto es, se espera que el crecimiento ahora sea 
menor al que proyectamos, eventualmente, en la rendición de cuentas del año pasado y en la que 
estamos presentando en este momento. 


En 2018 la economía uruguaya completó 16 años de crecimiento consecutivo 


como se muestra en esta gráfica—, algo que, a nuestro juicio, no ocurrió en toda la historia 
contemporánea del país en la medida en que se dispone de estadísticas al respecto, por supuesto. 16 
años de crecimiento consecutivo es una gran novedad contemporánea de la economía uruguaya. 


La gráfica también muestra que se trata de un crecimiento en descenso, es decir con un ritmo 
que ha venido declinando en los últimos tiempos hasta llegar a ese 1,6 % del año pasado, que es lo 
que figura en el extremo derecho de la gráfica. Conviene tener en cuenta esta evolución porque ahora 
nos tenemos que preguntar cuáles son los factores que están más directamente asociados al 
enlentecimiento del crecimiento de estos 17 años; y son los que estamos mostrando ahora. Vistos 
desde el punto de vista de la demanda, hay tres grandes factores de evolución del nivel de actividad y 
de la producción en un país, que son las exportaciones, la inversión y el consumo interno y en los tres 
casos —en algunos más que en otros— hemos venido verificando una desaceleración del ritmo de esos 
motores de crecimiento, tal como señala esta gráfica que estamos analizando. 


Si tuviera que elegir lo que nos preocupa más, sin duda que no vacilo en elegir la evolución de 
la inversión bruta interna que es, precisamente, el motor más profundo, más genuino, más fuerte y más 
importante de crecimiento económico que puede tener una economía; en particular, hablo del corazón 
de la inversión, que es la formación bruta de capital fijo, que es lo que indica esa sigla que los señores 
senadores pueden ver en la gráfica y que notoriamente muestra una caída que nos tiene que 
preocupar y que tenemos que revertir. Uruguay había llegado a tasas de inversión mayores que las que 
tiene ahora y debe recuperarlas para volver a los niveles de actividad que necesita el país, entre otras 
cosas, para asegurar el orden macroeconómico en el que está basado esa evolución. 


En particular —ya que puse el énfasis en la inversión bruta interna fija—, el principal factor de 
desaceleración se encuentra en la caída en la incorporación de maquinarias y equipos del sector 
privado. Más adelante, veremos cómo fue el comportamiento de la inversión privada y cómo se está 
comportando hoy, la inversión pública. Pero ya que en esta lámina estamos poniendo el acento en la 
evolución de la inversión bruta interna, digamos que en la formación bruta interna de capital fijo por 
parte del sector privado, es el factor principal de desaceleración que ven en la gráfica. 


Ahora bien, hablamos del crecimiento en Argentina y Brasil; con respecto a Uruguay, 
digamos que logró un crecimiento en base a estabilidad macroeconómica y solidez financiera —hecho 
que estudiaremos en detalle más adelante— una diferenciación muy importante respecto al vecindario. 
Uruguay -como lo hemos dicho tantas veces— logró diversificar su comercio, diferenciar su economía y 
alcanzó un verdadero desacople de la región, principalmente de nuestros vecinos más importantes que 
son Argentina y Brasil. 


Esta gráfica muestra de una manera muy clara, a la izquierda, el período de desacople, que a 
nuestro juicio nace en 2011 y se prolonga hasta nuestros días. En ese período, Uruguay creció un 19% 
y Brasil creció 0,4% y la Argentina cayó 0,6%; la diferencia en materia de actividad es abismal a favor 
de Uruguay. A la derecha tenemos un indicador fundamental de carácter financiero que muestra lo 
logrado por Uruguay en los últimos años, en base a fundamentos macroeconómicos sólidos y a una 
situación financiera igualmente sólida. Acá tenemos el indicador de riesgo país que construye una 
institución llamada J. P Morgan que tiene que ver con el riesgo crediticio soberano de cada país, así 
como sus posibilidades y costos de acceso al mercado financiero. Noten que la gráfica que está más 
arriba muestra el riesgo país más alto, hasta llegar a niveles muy importantes —este dato estadístico es 
de ayer, después de las elecciones en la Argentina—; ha llegado a 1500 puntos básicos, que significa 
en la construcción de este índice, que Argentina tiene que pagar 15 puntos de interés por encima de la 
tasa de Estados Unidos para acceder a los mercados financieros, si necesita el crédito. 


Luego hay indicadores que refieren a Brasil y a Uruguay, muy por debajo de la Argentina, y el 
de Uruguay que es el más bajo de todos. Nuestro país, en este momento en contraste con los 1500 


puntos de Argentina, tiene 179 puntos básicos de riesgo país, lo que significa que Uruguay tiene que 
pagar 1,7 por encima de la tasa de interés de Estados Unidos que es muy baja como vimos en una 
gráfica anterior para acceder a los mercados financieros. El país ha reducido enormemente los costos 
de financiamiento a los que debe recurrir. 


Quiero destacar, en particular la gráfica de Uruguay es la de color azul, la de más abajo, la 
que representa un menor riesgo país—, el hecho de que el riesgo país de Uruguay está por debajo del 
promedio de los países emergentes con grado inversor. Insisto en que si tomamos a todos los países 
emergentes que tienen grado inversor y hacemos un promedio de riesgo país, Uruguay está por debajo 
de ese promedio. 


También quisiera mencionar una frase de uno de los últimos comunicados de J.P. Morgan 
referidos al riesgo país, donde se dice que Uruguay alcanzó, en julio de este año, el tercer nivel más 
alto de ponderación, entre setenta y tres economías emergentes, en el índice de deuda soberana, 
gracias a sus indicadores —esto es muy importante— ambientales, sociales e institucionales. 


Para ello se ponderan factores como la igualdad de género, la distribución de la riqueza, la 
percepción sobre corrupción, el desarrollo de energía renovable, la estabilidad política, el estado de 
derecho y la independencia del Poder Judicial. Todos esos factores se toman en cuenta para realizar la 
medición, y son los que justifican y fundamentan que Uruguay tenga hoy el tercer nivel más alto de 
ponderación de setenta y tres países emergentes. 


Quiero destacar, además, que —como los señores senadores verán— no solamente hay en 
juego aspectos económicos, sino también institucionales, sociales y ambientales. Actualmente, en el 
mundo de hoy, esos aspectos juegan un papel muy importante en la definición de estas cosas y en las 
consecuencias que tienen sobre la producción, el empleo y las condiciones de vida, que son muy 
relevantes para la población. Todo eso está jugando y está asociado a estos aspectos que estamos 
analizando. 


Por otra parte, pese a los impactos negativos, sobre todo los del vecindario, que naturalmente 
tienen efectos comerciales y de inversión, el déficit de cuenta corriente de la balanza de pagos es muy 
moderado, tal como los señores senadores podrán apreciar en esta lámina. La cuenta corriente de la 
balanza de pagos es una especie de medición de todas las relaciones que tiene un país con el exterior, 
como las relaciones comerciales o las de inversión; están todas reflejadas en ese saldo. Y Uruguay 
tiene una historia larga —no me refiero a un solo período de gobierno ni a alguno en particular— de 
déficit en la cuenta corriente de la balanza de pagos. Sin embargo, a pesar de los impactos negativos 
que hemos tenido recientemente —originados en los países vecinos—, el déficit que muestra hoy 
Uruguay, que es de 0.6 % -—es el que está indicado en azul oscuro—, es moderado y razonablemente 
bajo. 


Otro aspecto que quiero mencionar, porque también es importante para juzgar la estabilidad, 
el grado de sostenibilidad que tiene la macroeconomía uruguaya, es un nuevo indicador referido a los 
niveles de stock de reservas que utilizan los países para enfrentar contingencias financieras. Este 
nuevo indicador, que fue construido y es llevado adelante por el Fondo Monetario Internacional, tiene 
un piso y un techo, que indican el máximo y el mínimo de lo que se considera adecuado mantener a 
nivel de reservas. Esos topes se establecen en base a la economía de los países que se toman como 
referencia para establecer este indicador. ¿Qué se tiene en cuenta para ello? Todas las relaciones con 
el exterior: las comerciales, las exportaciones, las importaciones, las inversiones, el nivel de deuda y la 
importancia de la deuda respecto al producto. 


Fíjense, señores senadores, cómo está ubicado Uruguay en esta medición de adecuación de 
reservas. Respecto al piso de este grado de adecuación está duplicando, prácticamente, el nivel 
mínimo que está indicado en la gráfica. Uruguay duplica con sus reservas el nivel mínimo. Y, con 
respecto al máximo, está un 40 % por encima del techo de este grado de adecuación de reservas. 
¿Qué nos está diciendo esto? Que como parte de su realidad financiera, Uruguay ha acumulado 
reservas suficientemente sólidas, más que sólidas, para hacer frente a eventualidades o contingencias 
financieras, como dice el título de esta gráfica. 


El país cuenta, entonces —como ya lo hemos adelantado—, con bajos costos de financiamiento 
y gran solidez financiera. A la izquierda de la gráfica figura la evolución de las tasas de interés 
promedio que ha venido pagando el país por su financiamiento tanto en moneda nacional como 
extranjera. Si hacemos el promedio de todas las operaciones de financiamiento en moneda local y en 
moneda extranjera que ha realizado el país, en la gráfica de la izquierda superior se ve la tendencia 


francamente declinante de esas tasas de interés. En color rojo figuran las operaciones en moneda local 
con una tasa de interés promedio de 3.8 % y en azul, las operaciones en moneda extranjera con un 
promedio de 5.2 % de acuerdo con los datos que tenemos y la evolución que muestra esta gráfica. 


En el ángulo superior derecho de la presentación, figura la evolución de la madurez de la 
deuda pública uruguaya. En palabras más simples: la duración promedio de los compromisos que tiene 
que cumplir el país en materia de deuda pública que, en este momento y luegr se haber crecido 
levemente en los últimos años, se ubica casi en catorce años. Es decir que la duracfóá promedio de la 
deuda pública uruguaya es de catorce años, lo que forma parte de la estrategia con la que se ha 
venido administrando y gestionando la deuda pública del país. hori; 


En la parte inferior de la gráfica, figura un dato muy importante ya que se comparan las líneas 
de crédito contingentes que tiene a disposición el país —que, si las necesita, las usa porque están 
disponibles— y los activos líquidos que están en la Tesorería. Sumados ambos factores, superamos los 
USD 5.000:000.000 cuando todos los compromisos del Uruguay por amortización e intereses de los 
próximos años suman USD 2.700:000.000. Quiere decir que para enfrentar USD 2.700:000.000 de 
compromisos, Uruguay tiene, en este momento, más de USD 5.000:000.000. O sea, es una economía 
muy sólida financieramente. 


Aumentar los niveles de inversión y empleo sigue siendo una prioridad de la política 
económica. Si personalmente tuviera que decir cuál es el principal problema económico del país, no 
vacilo en elegir este. Debemos superar los niveles de empleo que Uruguay está mostrando ahora y que 
registran una evolución descendente muy importante en los últimos tiempos, como lo indica claramente 
la gráfica de la izquierda. Lo cual está asociado a la contracara del tema que es, obviamente, la caída 
de la inversión. Es el mismo problema visto desde dos ángulos. 


Repito que aquí tenemos no solo una prioridad de la política económica sino el problema más 
importante a resolver. Razón por la cual estamos muy concentrados 


—desde hace por lo menos dos años— en multiplicar los estímulos a la inversión productiva nacional y 
extranjera pública y privada. Por eso allí hay simplemente una mención de estímulos que hemos 
venido a detallar al Parlamento, en reuniones de comisiones especializadas lo hemos expuesto con 
detalle y lo pueden encontrar también en la exposición de motivos de la rendición de cuentas que 
tienen en su poder. Aquí simplemente queremos hacer un recordatorio del conjunto de medidas que se 
han venido tomando, algunas de carácter general, como se ha expresado, y otras de carácter 
específico, porque han tendido sobre todo a apoyar a sectores que actualmente se encuentran en 
dificultades. 


Entre las medidas generales, una de las principales tiene que ver con las modificaciones de 
los criterios del régimen de Comap, porque hemos aumentado notoriamente la renuncia fiscal que 
estamos haciendo para estimular sobre todo a los sectores con mayor capacidad para crear empleo. 
Un ejemplo típico es el sector de la construcción. 


Luego hemos elaborado instrumentos de especial estímulo a las micro, pequeñas y medianas 
empresas que son por lejos la mayoría de las que tiene el país. Hemos creado un régimen especial y 
nuevo de estímulo a la exportación, acompañado por medidas en el campo de la simplificación 
tributaria. 


Otro aspecto es el subsidio al empleo. Uruguay ha tomado en el pasado algunas medidas en 
ese sentido, pero ninguna tan importante como la que tiene ahora con la ley de empleo. A su vez, la ley 
de empleo juvenil es uno de los aspectos fundamentales que debemos incluir entre los estímulos 
generales. 


Con respecto a los estímulos específicos podemos destacar los concedidos al agro, sobre 
todo a los lecheros y a los arroceros, que han tenido problemas serios en los últimos tiempos. Ya 
hemos mencionado los estímulos a la construcción, al turismo y a industrias nuevas como la 
audiovisual y la farmacéutica, que no aparece en el informe pero que es muy importante y que viene 
creciendo en una medida relevante en el país. Esos son ejemplos de los estímulos que conforman un 
primer conjunto de medidas que venimos tomando, reitero, desde hace dos años y que esperamos 
empiecen a dar frutos a la brevedad. En inversión tenemos algo que se conoce como «período de 
maduración», que es el período que transcurre entre la decisión de invertir, asociada a estos estímulos 
que estamos comentando, y la realización en la práctica de la inversión y su funcionamiento. Nosotros 


esperamos que estemos superando en buena medida el período de maduración y que comencemos a 
ver resultados concretos del esfuerzo que el país ha hecho. Créanme que el esfuerzo ha sido muy 
importante y se materializa, en síntesis, en eso que hemos llamado las medidas fiscales, en la renuncia 
fiscal que ha hecho el país precisamente para estimular estos niveles de inversión. 


En estas circunstancias tenemos que agregar que el acuerdo alcanzado entre la Unión 
Europea y el Mercosur también alimenta las posibilidades de producción y de actividad del país en los 
próximos años. Obviamente, estamos viviendo un período inicial de este acuerdo en el que hay que 
disponer de todos los antecedentes necesarios como para empezar a trabajar en él a la brevedad. Es 
preciso tener en cuenta el importante aporte que hace este acuerdo al incremento de la agenda de 
crecimiento del país, porque la Unión Europea es el segundo destino de las exportaciones de bienes y 
servicios uruguayos. Se trata del acuerdo comercial más relevante que ha hecho Uruguay desde el 
Tratado de Asunción. Con este acuerdo se dinamiza la agenda interna del Mercosur ya que, 
precisamente, debe articularse la normativa del bloque para adecuarse al acuerdo. Muchas veces 
hemos dicho que una de las cosas que necesitaba el Mercosur para dinamizarse era un acuerdo fuera 
del bloque. Es decir, del bloque con otros bloques como, por ejemplo, la Unión Europea. Precisamente, 
por esa razón se impulsa la negociación del Mercosur como bloque. 


A partir del acuerdo, aproximadamente la mitad de las exportaciones se realizarán al amparo 
de algún acuerdo comercial concreto, específico. La Unión Europea está concediendo preferencias 
prácticamente al 100 % del comercio actual del Mercosur en un plazo de entre cero y diez años. Esto 
es, hay un plazo de diez años para que, con variación según los bienes, se vaya desmontando la 
protección arancelaria hasta llegar al 100 %. 


Lo mismo ocurrirá, pero al revés, es decir, el Mercosur concede preferencias en el 91 % del 
comercio actual con la Unión Europea en un plazo de hasta quince años. El plazo de concesión del 
Mercosur es superior al plazo que nos da Europa para, precisamente, desmontar sus preferencias 
arancelarias. 


En la actualidad —como dato para tener en cuenta—, estamos pagando aranceles por un 
promedio de USD 106:000.000 al año. Esto, obviamente, es lo que irá desapareciendo cuando se 
ponga en práctica el acuerdo del que estamos hablando. 


Uruguay consolida así su status como exportador de servicios a la Unión Europea. Gran 
parte de los servicios que exporta a ella son intensivos en materia de conocimiento. Por ejemplo, 
tecnología de la información y otros servicios globales. No se limita la capacidad de regular, pero se 
impide discriminar entre proveedores de servicios nacional y extranjero. 


Este es el primer acuerdo del Mercosur que contiene un capítulo de compras públicas. Hay 
aquí una verdadera innovación en lo que son las negociaciones comerciales de Uruguay. Nuestro país 
preservó sus programas de preferencia y estímulos a la industria nacional como parte del acuerdo en 
materia de compras públicas. 


Se reafirman los compromisos internacionales en materia laboral y ambiental y, al mismo 
tiempo, no hay extensión de plazos en materia de patentes y protección de datos de prueba, que 
siempre es un tema sensible en negociaciones de este tipo. En Uruguay esa sensibilidad se ha visto 
claramente cada vez que hemos discutido un acuerdo comercial. 


Junto con este refuerzo de la agenda del crecimiento acabamos de recibir la conformación de 
la instalación de la tercera planta de celulosa en Uruguay, la segunda planta de la firma UPM, que va a 
jugar, a desarrollar, a impulsar aspectos muy positivos para la economía uruguaya. 


Esta inversión, que es la más grande de la historia del país y la más grande de la historia de 
UPM, supone en principio, aproximadamente, de parte de UPM, una inversión de USD 3.000:000.000, 
un incremento del producto de dos puntos 


incremento permanente del producto de dos puntos- y una estimación —a mi juicio, muy 
conservadora— de la creación de unos 8.000 puestos de trabajo directos, indirectos e inducidos. 


¿Por qué estimo que es conservadora? Porque me parece que tenemos que examinar esto 
mucho más que en términos de una planta que se instala, sino en términos de una cadena productiva 


que se construye. Y esa cadena productiva que se construye supera, claramente, los efectos, los 
impactos de una planta. 


En esta cadena estoy incluyendo todo el suministro de bienes y servicios, la producción de 
ellos que va a utilizar UPM, la planta en el núcleo del proceso y, naturalmente, toda la salida con 
efectos logísticos importantes y de infraestructura de la producción de UPM hacia el exterior, 
producción que va a ser muy importante y que va a convertir a Uruguay en el quinto exportador 
mundial de celulosa. 


Por eso decimos que, considerando todos estos aspectos, se va a fortalecer el desarrollo 
regional del centro y del nordeste del país, y particularmente de toda esa zona directamente afectada 
por la planta, una zona muy pobre, muy vacía, muy lejana de posibilidades de cambio en el futuro, a no 
ser por un impacto de este tipo, que va a ser realmente relevante. El proyecto implica el cumplimiento 
de altos estándares en materia de protección ambiental. Es un estímulo muy importante para 
oportunidades de pequeñas y medianas empresas locales que hoy no tienen absolutamente ningún 
futuro si no es a través de un evento de este tipo. 


Quiero destacar, una vez más, que esta decisión que ha tomado UPM de hacer la mayor 
inversión de su historia aquí, en este país, en Uruguay, revela otra vez, desde otro punto de vista, que 
la reputación del país respecto a su seguridad jurídica, estabilidad macroeconómica y solidez 
institucional para atraer inversiones es un intangible de un valor enorme, que todos los uruguayos 
tenemos que cuidar. Tenemos que sentirnos orgullosos de que una empresa como UPM elija a 
Uruguay para realizar la inversión más grande de su historia, mucho más que las que realizó en otras 
partes del mundo, en particular en Finlandia. 


Veamos ahora, rápidamente, algunas proyecciones económicas importantes que queremos 
compartir con ustedes hoy. 


El crecimiento en 2019, por causas ya analizadas, va a ser menor que el registrado en 2018. 
La economía ya hace varios meses que no crece y esto va a jugar un papel importante sobre el 
resultado final de 2019. Precisamente, aquí mostramos una exposición de lo que preveíamos en la 
rendición de cuentas de 2017 y de lo que estamos incluyendo en la de 2018, que es la que estamos 
analizando ahora. 


En la rendición que estamos analizando ahora estamos incluyendo una proyección de 
crecimiento muy modesto: 0,7 %, como los señores senadores pueden ver en la gráfica. Esto responde 
a efectos que el Uruguay ha recibido en los últimos tiempos y que están asociados a la desaceleración 
de la evolución del producto. En cuanto al crecimiento esperado para 2019, la gráfica demuestra que 
ha habido una corrección a la baja. Esto es que las proyecciones iniciales sobre este tema superaron la 
realidad. La realidad nos hizo corregir a la baja las expectativas de crecimiento por el efecto combinado 
de factores que hicieron imposible, precisamente, la concreción en la práctica de la proyección inicial. 
En este sentido, el menor crecimiento que estamos esperando explica una proporción importante del 
desvío del resultado fiscal con respecto a la meta en 2020. 


En la pantalla se puede ver una comparación entre la meta que estaba en la rendición de 
cuentas de 2017 —la del año pasado- y el resultado fiscal corregido por efectos extraordinarios y 
ajustado por el ciclo económico, que se ubicaría en tres puntos del producto a partir de 2020. Este es el 
resultado fiscal corregido, reitero, por efectos extraordinarios y ajustado por el ciclo económico. De 
todas maneras, nosotros estamos previendo un desequilibrio fiscal para 2019 de 4,6 % —el observado 
actualmente es 4,8 %-, y para el próximo año, 2020, estamos proyectando un déficit fiscal del sector 
público consolidado de 3,8 %. Acá estamos mostrando un mayor foco en el sector público no financiero 
porque estamos diferenciando el déficit fiscal propiamente dicho del déficit parafiscal, el déficit del 
Banco Central, que no debería incluirse en las estadísticas contables de cálculo del déficit fiscal. Es 
más: de 115 países investigados por el Fondo Monetario Internacional, solamente dos incluyen el 
déficit parafiscal como parte del déficit fiscal. Y el déficit parafiscal hoy está representando entre 0,7 y 
0,8 puntos del producto bruto interno, resultando un peso importante; está reflejado en la gráfica 
marrón que ustedes ven ahí. La gráfica azul es el déficit fiscal propiamente dicho; la marrón, el déficit 
parafiscal, que es aquel que incluye o responde a las operaciones que hace el Banco Central en el 
marco de sus responsabilidades de política monetaria. Por ejemplo, cuando el banco sale a comprar o 
vender dólares, genera efectos de política monetaria que es importante corregir; si el Banco Central 
compra dólares para mantener una cierta cotización, lanza pesos al mercado que después tiene que 
retirar con operaciones de endeudamiento, y eso cuesta dinero, hay que pagar intereses. Ese interés 
explica ese déficit parafiscal que no debería formar parte del llamado déficit fiscal observado en el país. 


Es por eso que ahí estamos hablando de poner un mayor foco en el sector público no financiero, esto 
es, excluyendo al Banco Central y analizándolo separadamente. 


Por estas razones y por el manejo que ha hecho Uruguay de su deuda, la deuda pública se ha 
mantenido, sin perjuicio de un crecimiento leve en los últimos años, a un nivel absolutamente razonable 
y estable. En este momento la deuda neta del sector público consolidado, excluyendo encajes de los 
bancos... ¿Por qué hago esta aclaración? Porque, además de ser el mejor indicador de la deuda neta, 
se construye deduciendo de la deuda bruta, la deuda total que tiene el Uruguay, las reservas 
internacionales. Esa es la deuda neta; y la deuda neta respecto al producto es el mejor indicador de 
cómo evoluciona esa deuda en un país. 


Ahora bien, cuando se deducen las reservas internacionales hay que tener cuidado de no 
incluir en el cálculo a los encajes bancarios, porque estos no son propiedad de lo que podríamos llamar 
el Uruguay, sino de los bancos. Por lo tanto, no podemos considerarlos reservas de libre disponibilidad. 
Sacando eso, esa es la evolución de la deuda neta del Uruguay, que hoy está ubicada en 41 puntos del 
producto bruto interno. Estamos hablando de una cifra absolutamente razonable y sostenible, no para 
quedarnos tranquilos de que el país puede vivir endeudándose, sino para quedarnos tranquilos de que 
el Uruguay tiene una deuda sostenible y es absolutamente capaz de manejarla, evitando cualquier tipo 
de trastorno financiero importante. ¿Por qué? Por todo lo que vimos antes: los indicadores de solidez 
financiera y el prestigio institucional que tiene el país. Todo eso juega a la hora de analizar la evolución 
de una deuda, que es un motivo lógico —aceptable, por supuesto— de debate público en el Uruguay. Yo 
lo que quiero señalar acá, con el mayor énfasis, es que la deuda pública del Uruguay es absolutamente 
sostenible y no puede afirmarse, sin cometer graves errores, que la evolución de la deuda puede 
llevarnos a situaciones de desequilibrio importantes. Obviamente, hay que prestar atención a esto. Hay 
que comprometerse con el resultado fiscal. Debemos tener una mejor trayectoria del resultado fiscal; 
debemos, a la brevedad, obtener un mejor resultado en esta materia, pero con la tranquilidad que da el 
saber que la amortiguación de una posición financiera sólida es absolutamente fundamental en el 
Uruguay y, precisamente, el sostén o el factor fundamental de esa afirmación y de la evolución de la 
deuda neta que estamos viendo. 


Veamos ahora otra parte fundamental de la nueva agenda de crecimiento del Uruguay, la que 
está construyendo y que tiene que ver con avances en infraestructura. Cuando lleguemos a fines de 
este año y sumemos los cinco años de este período de gobierno —digo esto para no interpretar mal esa 
gráfica de barras—, habremos completado un volumen de inversiones del sector público en 
infraestructura de USD 11.000:000.000. Reitero que no se trata de que haya ido creciendo año a año, 
sino que esto es la suma acumulada de los cinco años. En el corto plazo va a tener un efecto directo 
importante en el crecimiento de la inversión y el empleo; ya lo está teniendo y aunque son cifras muy 
modestas, sin ninguna duda van a empezar a crecer a medida que transcurran los próximos meses. 


El país dispondrá de una infraestructura de transporte, comunicaciones y servicios portuarios 
de calidad, lo que contribuirá a reducir los costos logísticos, aumentando así la competitividad de la 
producción uruguaya. Aquí el ejemplo de UPM puede ser importante no solo porque es parte de la 
inversión en infraestructura sino porque al incluir al ferrocarril como parte de la inversión en 
transportes, ciertas producciones que no son competitivas por costos muy altos del transporte, puedan 
llegar a serlo. Estos costos del transporte van a bajar sustancialmente con el funcionamiento del 
ferrocarril que no solo va a servir a la producción de UPM, sino que va a crear nuevas oportunidades 
de trabajo y producción —me refiero sobre todo a producción agropecuaria y quizás a cierto valor 
agregado industrial en algunos casos— en la zona, que van a adquirir condiciones de competitividad 
que hoy no tienen. Por eso es tan importante la inversión en la capacidad física y humana que significa 
la infraestructura. Este salto de calidad en infraestructura será un estímulo muy importante para, a la 
brevedad, empezar a notar resultados concretos en materia de inversión y empleo. 


Aquí vemos que la inversión en infraestructura vial se va a ubicar en el entorno de los USD 
2.100:000.000, sin incluir los proyectos de participación público privada, es decir sin incluir, por 
ejemplo, el ferrocarril o el instituto de corrección que ya está funcionando hace un tiempo. Quiere decir 
que solamente la inversión en infraestructura vial va a llegar a los USD 2.100:000.000 en el período de 
cinco años, de acuerdo con la 


misma tecnología con la que presentamos la gráfica anterior. 


En esta diapositiva se pueden ver varias modalidades de realización. En celeste o azul 
aparece la modalidad de obras a construir por concesión, algunas de las cuales ya se están 
construyendo. En un color verdoso, están las inversiones de la Dirección Nacional de Vialidad del 


Ministerio de Transporte y Obras Públicas y en color amarillo la caminería rural, que se compara con 
las demás en forma separada. Reitero que esto no incluye las inversiones con participación público 
privada, que presentamos ahora en la siguiente gráfica. Además de todo lo anterior, tenemos en 
marcha trece proyectos en esta modalidad, con una inversión total de USD 1.900:000.000 y la más 
importante es la del ferrocarril. El instituto de corrección también fue construido por esta modalidad, así 
como siete proyectos de inversión vial, pero, asimismo, hay proyectos de construcción de escuelas y 
liceos —inversión educativa— y proyectos de asistencia social, como los centros de atención a la 
infancia, que se ha previsto construirlos por esta modalidad. 


Nosotros estamos proyectando un impulso sostenido de las inversiones realizadas bajo la 
modalidad de participación público-privada. En el gráfico pueden ver que se muestra la infraestructura 
educativa en azul, el ferrocarril central en color verde —obviamente, a medida que transcurre el tiempo 
va decayendo la inversión, porque va terminando-— y la infraestructura vial en marrón, que es el que 
está en la base de cada una de las barras. 


En todo caso, Uruguay va a seguir insistiendo en esta modalidad que nos permite articular la 
atención e necesidades del país con la capacidad fiscal que tenemos, que es muy reducida. 


El proyecto del ferrocarril central —y lo queremos decir separadamente para destacarlo más—, 
como ya expliqué, ofrecerá una alternativa al centro-norte del país para llegar al puerto de Montevideo, 
y no solo para la producción de UPM, sino también para toda aquella que pueda ser más competitiva 
con el ferrocarril y que nos permita incrementar la actividad productiva. 


Tenemos USD 839:000.000 de inversión inicial con USD 97:000.000 adicionales de obras 
viales conexas -273 kilómetros de vía férrea—; durante los 36 meses de construcción del ferrocarril, 
que es el período que tenemos previsto, esto representará 1.500 puestos de trabajo para la 
construcción, 4:500.000 de toneladas de capacidad y 18 años de contrato de mantenimiento. Esto 
último refiere a una de las características de la modalidad de participación público-privada. 


Quisiera terminar, señor presidente, compartiendo con los señores senadores algo que para 
nosotros es muy importante y que explica una gran parte de la política que hemos venido 
desarrollando, su rumbo, su orientación, durante este período de Gobierno. Me refiero a las prioridades 
del gasto público social. Tal como demuestra una larga y rica experiencia mundial, el gasto público 
social es una herramienta esencial para construir justicia en una sociedad. Desde el punto de vista 
fiscal hay dos factores fundamentales a tener en cuenta: el gasto y los ingresos. 


Esa experiencia que estoy mencionando demuestra fehacientemente que el gasto público es 
mucho más importante para construir una sociedad equitativa que una política de ingresos públicos. 
Entre un sistema tributario justo y la potencia de un gasto público administrado con calidad, no hay 
comparación a favor de la segunda. Por eso le damos tanta importancia y por eso creemos que, 
además de asegurar recursos importantes para estos destinos, tenemos que lograr que tengan un 
mayor nivel de calidad. 


En el gráfico, a la izquierda, se puede observar la evolución del gasto público social por decir, 
según los diez deciles en que podemos organizar la sociedad uruguaya en función de su nivel de 
ingreso y sin incluir pasividades. Incluye salud, educación, vivienda, pero no las pasividades. En el 
decil más pobre, se puede ver cuál es la proporción de gasto público social en comparación con los 
demás deciles, que representan niveles crecientes de ingreso. Por muy lejos, la mayor parte del gasto 
público en términos relativos está dedicada a los más humildes, a los que más necesitan de ese gasto 
público y de mejores condiciones de vida. 


A la derecha hay una comparación bien interesante que es cómo se compara el impacto 
redistributivo del gasto público social, incluyendo el índice de Gini que mide la desigualdad o sin 
incluirlo. Fíjense que cuando incluimos el índice de Gini y su impacto redistributivo hay una diferencia 
notoria respecto de la alternativa de no incluirlo. Precisamente estamos midiendo la diferencia que hay 
desde este punto de vista cuando se lo incluye y cuando no se lo incluye, lo que revela que es muy 
importante la caída que ha tenido ese índice durante el transcurso de los últimos años en el Uruguay. 


Acá hay una demostración muy clara sobre cómo evolucionó el gasto público social, que 
queda puesta de manifiesto, en la aplastante mayoría del gasto público en el Uruguay, que aumentó 
significativamente en los últimos 15 años, precisamente, asignando recursos a las áreas prioritaria. 
Entre 2004 y 2018 el aumento fue de 136 % en términos reales, esto es a precios constantes. Por otro 


lado, en diferentes años recientes, aparecen las proporciones sobre el producto del gasto público social 
por función en educación, salud y asistencia y seguridad social. Ahí se ve el aumento de los 
porcentajes del gasto sobre el producto con los tres destinos que acabo de mencionar, que son 
fundamentales en cuanto a las prioridades. La educación continúa siendo una prioridad indiscutible 
en la asignación de recursos. A la izquierda hay una comparación entre la retribución media de los 
docentes de ANEP y la retribución media de todos los funcionarios públicos, exceptuando los de la 
educación. Fijense la diferencia de crecimiento que ha tenido, en promedio, el salario docente respecto 
de todos los salarios públicos del país. La diferencia es muy grande, muy significativa. 


A la derecha hay algunos indicadores como, por ejemplo, la evolución del acceso de niños de 
tres años al sistema educativo. Si comparamos los últimos tres períodos de gobierno vemos que esa 
asistencia de niños de tres años pasó de 5081 a 14742 el año pasado, superando las metas al 
respecto. Luego vemos la evolución de la matrícula de la Universidad del Trabajo del Uruguay -la 
UTU- que muestra no solo un crecimiento importante, pasando de 66.000 a casi 100.000 ingresos, 
sino un ensanchamiento, pues quien ingresa a la UTU proviene, fundamentalmente y en forma 
creciente, de la educación media superior del país. 


La reforma de la salud logró universalizar el acceso y hoy están todos los colectivos de la 
sociedad uruguaya incorporados al Sistema Nacional Integrado de Salud, promoviendo mayores 
niveles de equidad, tanto en el gasto por beneficiario, como en su financiamiento. 


A la izquierda tenemos el gasto público y el privado en salud —en la gráfica se muestra en 
distintos colores— lo que muestra que el gasto público que llegó a representar el 6,8 % del producto el 
año pasado, creció mucho más rápido que el gasto privado, llegando a totalizar entre los dos un 
porcentaje de 9,5 %. 


Luego está el gasto promedio por usuario en ASSE que aumentó 235 % entre 2004 y 2018, 
también calculado a precios constantes; esto es una evolución realmente auténtica de los servicios en 
uno y otro caso. 


Las pasividades han contribuido a mejorar el bienestar material de los adultos mayores más 
vulnerables. A la izquierda de la pantalla se visualiza una interesante comparación entre la evolución 
del salario medio nacional real y la pasividad mínima, donde se puede apreciar que esta última creció 
mucho más. La pasividad mínima aumentó un 84 %, mientras que el salario medio nacional real lo hizo 
en un 54 %. Este es un esfuerzo en materia de seguridad social especialmente destinado a la gente 
más modesta, más humilde. 


A la derecha de la pantalla se aprecia la evolución de la pobreza en personas, donde se pasa 
de 32,5 a 8,1 en total y de 14 a 1,4 cuando se trata de la población de 65 años y más, lo cual nos 
conduce a comparar el crecimiento con los avances significativos en materia social y la caída de la 
pobreza hasta llegar al 8 % actual. Allí se puede apreciar cómo el crecimiento económico —en estos 
dieciséis años consecutivos, como mencionamos anteriormente— se compara con una mejora de la 
distribución del ingreso; en la gráfica se ve en azul la evolución del producto y, en rojo, la mejor 
distribución del ingreso que se ha logrado en estos años. 


Señor presidente: hasta llegamos con esta exposición y, naturalmente, quedamos a las 
órdenes para recibir las preguntas, los comentarios y los argumentos que deseen exponer los señores 
miembros de la comisión. 


SEÑORA ASIAÍN.- Es un honor recibir al equipo económico y también poder representar a mi sector. 
Me gustaría hacer algunas aclaraciones previas: no tengo una formación en economía, pero traigo las 
inquietudes de mi sector, concretamente el de Luis Lacalle Pou. De todas maneras, a pesar de no ser 
formada en economía sino en derecho, soy habitante, contribuyente, usuaria de tantos servicios y en 
este momento representante, por lo cual voy a trasladar estas inquietudes que van a versar sobre tres 
conjuntos de preguntas: déficit, deuda de corto plazo y vínculos públicos. 


En cuanto al déficit, apenas asumida la tercera administración del Frente Amplio el ministro 
de Economía y Finanzas dijo que la situación fiscal del país era la más sólida que recordara en 
décadas —ocurrió en 2014-, y también expresó preocupación por la sostenibilidad de las cuentas 
públicas. Sin embargo, esta aparente preocupación no se ha reflejado en la conducta fiscal. Por 
ejemplo, en la exposición de motivos de la Ley de Presupuesto 2015 — 2020 se habló de metas fiscales 
creíbles, de proyecciones de ingresos y gastos públicos sustentables, del compromiso de reducir 


paulatinamente el déficit fiscal para llevarlo al 2,5 % del PBI, pero si algo faltó en la política fiscal fue 
esta responsabilidad. Las metas del déficit fiscal presentadas en dicha ley no se cumplieron en ninguno 
de estos años. A modo de ejemplo puedo mencionar que la meta de déficit fiscal del 2,5 % del PBI para 
2019 fue corrida hacia 2020 y el gobierno acaba de anunciar —en la presentación de la última rendición 
de cuentas— que espera un déficit fiscal del 4,6 % para este año. El último dato disponible de déficit 
fiscal corresponde al mes de junio de 2019 y es de menos 4,8 % del PBI, dato que incluye un ingreso 
extraordinario de 0.2 % del PBI, correspondiente al Fondo de Estabilización Energética que dejará de 
computarse en agosto de este año. 


Una vez más, con la excepción de 2016 —año en que sí se llegó a cumplir—, a lo largo de todo 
este período se ha observado un deterioro fiscal, a pesar de la serie de ajustes fiscales encubiertos por 
la vía del aumento de las tarifas públicas y de ajustes fiscales explícitos por medio del aumento de 
impuestos. Se percibe también un creciente déficit fiscal, a pesar del aumento en la presión fiscal, pues 
hubo aumento de las tarifas públicas con fines recaudatorios y se expresó por parte del equipo 
económico que las tarifas también son herramientas de la política económica. Este punto sí me 
compete como jurista, porque tengo el celo por preservar aquel principio democrático republicano que 
habla de que no puede haber imposición —es decir, suba de impuestos— sin respetar el principio de la 
representación, es decir que sean los propios representantes del pueblo los que voten los impuestos 
que paga el pueblo. Por lo tanto, el uso de tarifas que tiene como característica la contraprestación por 
el servicio recibido no puede tomarse como un instrumento con fines impositivos. 


Por otra parte, la carga impositiva en Uruguay no ha dejado de crecer desde la reforma 
tributaria de 2007. En mayo de 2015 se dijo, por parte del ministro de economía, que no se tenía 
pensado aumentar la presión fiscal sobre los uruguayos y, sin embargo, se implementó una serie de 
impuestos que todos conocemos y por eso eludo su enumeración. Es evidente que el gasto creciente 
es el responsable del deterioro fiscal. Si los ingresos del gobierno fueron significativamente superiores 
a las proyecciones en todo momento, la consecuencia del deterioro fiscal está dada por el aumento del 
gasto. El gasto efectivamente realizado fue mayor al proyectado en la ley de presupuesto de 2015 — 
2019, pero también superior a cada estimación realizada en oportunidad de las rendiciones de cuentas. 
En concreto, siempre se gastó más. Por eso se habla de las luces amarillas que pasan a ser luces 
rojas, porque se había advertido por parte de los asesores de nuestro sector sobre las luces amarillas 
que presentaban las finanzas públicas. Para dar un ejemplo, el último dato publicado es el de déficit 
fiscal de junio que ascendió al 4,8 % del PBI. Una vez más, en el 2018 la proyección del déficit fiscal 
prevista en la rendición de cuentas de 2017 se quedó corta con el resultado efectivo, pues se estimaba 
un déficit de 3,3 % y alcanzó el 4,2 %. 


Otro punto tiene que ver con el deterioro en las proyecciones del gobierno central, que es 
algo que preocupa a nuestro sector. El análisis del flujo de fondos proyectado en la rendición de 
cuentas de 2017 presentado por la unidad de gestión de deuda hasta abril de este año, muestra que la 
proyección del resultado primario para 2019 era de USD 215:000.000. En la última rendición de 
cuentas, presentada hace unos días, se ve cómo la proyección para este año es de un déficit de USD 
323:000.000; es decir, las proyecciones del resultado primario del gobierno central muestran un 
deterioro de USD 550:000.000 en solo un año. 


Luego de este prólogo, voy a formular el primer juego de preguntas. 


Ante este deterioro fiscal pronunciado y que el señor ministro de economía y el equipo 
económico repiten que les preocupa, ¿cuáles van a ser las medidas a implementar para que las 
cuentas fiscales no continúen su deterioro en lo que resta del año? 


En segundo lugar, ¿no se piensan corregir los desvíos fiscales respecto a las estimaciones 
del propio equipo económico en lo que queda de esta administración? 


En tercer término, quisiera saber cuál sería la propuesta para que el resultado fiscal mejore 
en los años que siguen. 


Había adelantado que me iba a referir a tres órdenes, y que los siguientes serían más cortos. 


El segundo orden tiene que ver con el manejo de deuda en corto plazo. Al respecto, escuché 
reiterar el tema de deuda sostenible y uno podría preguntarse si se trata de sostenible o sostenida en 
el tiempo, porque en el 2020 —primer año de la siguiente administración— se deberán pagar 
amortizaciones por el total de la deuda, lo que alcanza la suma casi USD 1.900:000.000. De ese total, 


aproximadamente el equivalente a USD 1.500:000.000 corresponde al pago de capital de instrumentos 
en moneda local, ya sea a pesos nominales o unidades indexadas emitidas en el mercado local. 


Entonces, si tenemos en cuenta además que hay un endeudamiento hasta el 2055, del que se 
ocuparán nuestros hijos y nietos, y que ya para 2020 hay un endeudamiento previsto —en una torre 
significativa y caudalosa— expresado en moneda extranjera, ¿cómo se piensa pagar las amortizaciones 
de deuda en moneda local en 2020? ¿Cuál es la proyección de disponibilidades en moneda local del 
Gobierno central a fines de 2019? ¿Cuál es la estimación del resultado de ingresos menos egresos de 
las partidas en moneda local para 2019 y 2020? 


El tercer punto que me interesa abordar, refiere a los vínculos públicos, en cuyo caso no sé si 
corresponde que conteste el señor director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. De la 
totalidad de datos disponibles se desprende que no se ha cumplido a nivel agregado aquella regla de 
completar dos de cada tres vacantes. Es más, en una entrevista reciente del diario El País del 11 de 
agosto, el señor director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Álvaro García, refiriéndose a los 
grandes cambios en materia fiscal decía que en materia de funcionarios se estableció la regla del dos 
por tres, o sea, que entran dos por cada tres que se retiran. Nos preguntamos: ¿esa regla fue aplicada 
en 2018?, porque lo que surge de los números es que al 31 de diciembre de 2017 había 
aproximadamente 310000 vínculos públicos y al 31 de diciembre de 2018 había aumentado a 312000, 
es decir, unos 2000 agregados. Si analizamos los datos arrojados por el Anexo a la Rendición de 
Cuentas 2018 “Vínculos laborales con el Estado” de la Oficina Nacional del Servicio Civil, surge de 
ellos que, tomando en cuenta el Ejecutivo y los organismos del 220, no se cumplió con esta regla de 
cobertura, salvo en algún caso llegando al 66% de los cargos. Si uno considera el total de las 
empresas públicas, tampoco; si uno mira OSE, no se cumplió; si uno mira Antel, no se cumplió con 
esta regla de cubrir solo dos de cada tres cesantes, la única excepción es en una porción de Ancap 
respecto a funcionarios públicos, pero no se cumplió con quienes no son funcionarios públicos y en el 
total no solo no se cumplió está regla, sino que se han cubierto más de los que cesaron, una cifra que 
excede el 100 %. 


Por lo tanto, las preguntas a este respecto son las siguientes. ¿En qué organismo o conjunto 
de organismos se ha cumplido la regla de completar dos vacantes de cada tres generadas? 


¿En el 2019 se piensa cumplir esta regla para la Administración Central y las empresas 
públicas? 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que hiciéramos una primera ronda de preguntas como 
metodología de trabajo porque me parece que es lo más correcto. 


SEÑOR CAMY.- Simplemente, voy a hacer algunas consideraciones, porque tengo poco que agregar y, 
obviamente, me hago eco de lo que planteó la señora senadora Asiaín. 


En primer término, como siempre, hay que reconocer la presencia del señor ministro, las 
autoridades del equipo económico, los técnicos, que más allá de poder diferir en alguna opinión 
reconocemos importante el bagaje de datos que tiene utilidad y que naturalmente lo vamos a estudiar 
en este tiempo que la comisión del Senado se va a dedicar al tratamiento de la Rendición de Cuentas. 


Desde el propio año 2015, desde nuestro sector, el Partido Nacional, hemos tenido 
diferencias con el ministro de Economía y Finanzas y con el equipo económico del Gobierno — 
fundamentalmente, en las instancias presupuestales—, en lo que tiene que ver con las perspectivas en 
algunos aspectos como, por ejemplo, el peso que desde ese año advertíamos que tenía la situación 
internacional en el país y con lo que se nos respondía en distintas instancias desde el Gobierno. Me 
refiero a cuánto pesó en este tiempo de bonanza, en los distintos momentos de estos 16 años —en los 
que, tal como se mostraba la gráfica que presentó el ministro, el Uruguay creció- la situación 
económica del mundo: es decir, de China, del precio del petróleo, de las tasas de interés, etcétera. 
Dicho de otro modo, cuánto era lo que, desde el punto de vista exógeno, determinaba esa bonanza 
que vivió el país y cuánto del desarrollo era independiente de esta situación. 


Tuvimos también, desde el inicio, una perspectiva distinta en referencia a lo que, de alguna 
manera, me parece que es lo central cuando se tratan temas presupuestales, que consisten en el 
análisis detallado y afinado para intentar ajustar, básicamente, dos variables y hacerlas coincidir: el 


gasto que se autoriza y lo que se prevé va a ingresar. Hablamos de la perspectiva de lo que va a 
ingresar para sustentar el gasto que se autoriza en el Parlamento que, generalmente —a la luz, por lo 
menos, de las experiencias que conozco y que, obviamente, no circunscribo a este Gobierno en 
particular—, termina siendo un gasto rígido. 


Esa visión en la que nosotros advertíamos un tiempo, a futuro, de complicaciones para el país 
por la lectura que teníamos de las circunstancias internacionales, era distinta a la del Gobierno o, por lo 
menos, a las perspectivas de incidencia que el Gobierno le asignaba en el futuro del Uruguay. 


Esa diferencia también la teníamos en cuanto a cómo poder garantizar esa perspectiva de 
recaudación o de sustento del gasto que se fijaba y que nosotros veíamos con mayor pesimismo — 
menor optimismo-— que el Gobierno. 


Esas diferentes perspectivas ocurrieron desde el 2015, año que para nosotros fue nuevo; hay 
algunos legisladores con más experiencia que nosotros, pero igualmente creo que no hay 
antecedentes de que se presentara un presupuesto quinquenal con la perspectiva de corregirlo a los 
dos años. Sin embargo, incluso esa meta —nueva para nosotros, de corto plazo, sorprendente, 
extraordinaria— no se pudo cumplir porque el presupuesto se aprobó a fines del año 2015, empezó a 
regir en enero de 2016 y en julio de ese año —seis meses después de entrado en vigencia— llega una 
rendición de cuentas con un ajuste fiscal —un ajuste de las cuentas públicas— y las previsiones no se 
podían contemplar. Lo que advertíamos que iba a tener dificultad, efectivamente la tuvo y eso se 
contempló en un aumento de impuestos y una recaudación aproximada a los USD 500:000.000. 


Entonces, el presupuesto se previó con un crecimiento de un 2,5 % del PBI para el 2015; de 
3 % para el 2016; de 3,3 % para el 2017; de 1,6 % para el 2018 y de 0,7 % para el 2019; esto quiere 
decir que las previsiones no se pudieron cumplir y se fueron corrigiendo casi todas a la baja. 


Lo mismo pasó con el déficit fiscal; vamos a cerrar este año con un 4,6 % o un 4,8 % y hay 
algunos analistas privados que en mayo acumulaban el 5 %. En definitiva, se ubicaría en un entorno de 
4,6 %, según las previsiones oficiales, pero hay algunos cálculos que, reitero, dan porcentajes incluso 
mayores. 


También ha caído el consumo, que era uno de los motores del crecimiento; se observó un 1,4 
% y en el presupuesto estaba previsto en un 3,2 %. A su vez, la deuda bruta aumentó también en 
términos bastante importantes y la deuda neta pasó de 37,8 % a 41,2%. 


El déficit del sector público consolidado que estaba previsto en un 2,7%, se situó en el 4,3%, y 
las inversiones cayeron en función de la previsión. Esto demuestra, de alguna manera, las distintas 
visiones que hemos tenido con el Gobierno durante estos cuatro años. Y en esto me voy a fundar para 
hacer una pregunta. El ministro dijo que es muy reciente el suceso político y electoral argentino, 
aunque advirtió que notoriamente tendrá repercusiones que se van a analizar. De todas maneras, los 
resultados de las elecciones PASO ya han generado reacciones en los mercados. Diversos analistas 
señalan que esta tendencia va a generar consecuencias para nuestro país en materia de turismo, de 
exportaciones y de inversiones. 


La proyección de la rendición de cuentas que hoy se presenta al Senado de la república es de 
junio de este año y, ante las circunstancias mencionadas, me gustaría saber si se modifica la 
proyección —más allá de que no se pueda tener un detalle muy concreto— o, mejor dicho, si se sigue 
sosteniendo en todos sus términos. Nosotros lo decimos, con todo respeto, en función de que hemos 
tenido —ese fue el propósito de historiar— una diferencia importante con el Gobierno. Me refiero a la 
previsión, que para el Gobierno es un concepto y, desde nuestro punto de vista, es otro diametralmente 
opuesto. Hasta ahora hemos acertado. 


El otro aspecto puntual que también estuvo en la presentación está vinculado a UPM. 
Claramente, las condiciones que se le generan a UPM son las que propician la competencia y la 
rentabilidad. Estoy absolutamente convencido de que UPM no viene al país solamente porque los 
árboles estén plantados —va de suyo que si los árboles no estuvieran plantados seguramente no se 
instalarían, aún con condiciones excepcionales-sino porque las condiciones de competencia y de 
rentabilidad que se le generan son notorias. Por ejemplo, recibe aportes para la promoción y el 
desarrollo de su propia infraestructura —UPM 1 debió construir por sus propios medios porque no contó 
con ellos en aquella primera inversión— y recibe la garantía de un subsidio permanente por la 
generación de energía. Más allá de que la precise o no, Uruguay va a comprar por un monto 


importante, de alrededor de USD 70:000.000. Hoy esta energía no la necesita para el consumo interno, 
en todo caso estará dispuesta para la exportación, siempre y cuando haya un mercado externo que la 
requiera en un futuro y, por supuesto, se prevé que haya diferencia entre el precio de compra 
garantizado y el que fije el mercado como precio de exportación de energía. Además, el proyecto 
estará comprendido en el régimen de zona franca que tiene un sistema impositivo diferente que 
repercute naturalmente en los insumos y en el costo de la producción, etcétera. 


Según mi interpretación, UPM nos está abriendo los ojos acerca de los problemas de 
competitividad en el desarrollo industrial, productivo y comercial del país. Vivo en San José, la zona del 
país que produce más leche, y estoy muy vinculado al sector lechero; conozco muy de cerca la 
situación que se está viviendo en cuanto a la competitividad del sector. ¡Lo que está pasando es 
trágico! ¡Es de una gravedad histórica! Digo esto con una vocación constructiva al plantear que se está 
jugando el futuro de la lechería nacional. Más allá del marco de los valores internacionales —que 
también se podrían saber si se hubieran abierto las gráficas— en la presentación tuvieron valores 
históricos, como muchos commodities, que hoy no los tienen. 


Pero hay un peso de la competitividad que está aniquilando la lechería nacional. ¿Por qué 
hablo de la lechería, a pesar de que hay otros sectores en los que hoy también se plantean las 
diferencias de consideraciones respecto a UPM? Porque considero —he hecho un trabajo modesto, con 
la mejor intención, que no es para este momento-— que la lechería nacional es más que una UPM. Y lo 
es por las 800.000 hectáreas afectadas a la lechería nacional, el proceso de industrialización, el 
empleo calificado, lo que significa el transporte en la lechería, el afincamiento de la familia rural —que 
se da como en ningún otro sector por ser una producción intensiva—, el proceso colonizador de 
Uruguay, vinculado íntimamente a la lechería. Todo esto hoy se está expresando en cierre de 
industrias, en cierre de tambos, en años de genética perdidos. Hace unos días visitamos, en el 
departamento de Durazno, un tambo señero, una cabaña de más de setenta años de genética que 
debió mandar más de cien vientres a frigorífico. 


Entonces, la intención no es plantear un cuestionamiento sobre la decisión en torno a UPM — 
eso está en el foco del debate nacional, porque creo que todas las cosas tienen pros y contras, y no 
estoy en contra de UPM. Lo que me pregunto es si el Gobierno ha analizado el tema de la lechería, con 
la misma perspectiva que lo llevó a otorgar beneficios a UPM, diferenciales respecto al resto de los 
sectores. Me refiero a beneficios que hacen que la inversión se concrete definitivamente en Uruguay, 
con medidas similares o de advertencia notoria frente a algunos aspectos del tenor o del tamaño de 
UPM. Además, con los mismos números que esta puede representar, porque hoy la lechería se está 
extinguiendo ante los ojos de todos los aquí presentes. 


Eso está pasando; no es la opinión de un político o de un senador de la oposición. Mis pares, 
los que me conocen, saben que no actúo de esa manera. 


Esas eran las preguntas que quería realizar al ministro y al equipo económico en el marco de 
estas consideraciones. Reitero el agradecimiento por la buena disposición y los materiales que 
atentamente nos han proporcionado en la jornada de hoy, sobre los que vamos a profundizar. 


SEÑOR AMORÍN.- Es un gusto recibir a la nutrida y calificada delegación que acompaña al señor 
ministro. 


Es un día bastante especial. No sé si en este período, esta es la última vez que recibimos al 
ministro en comisión; por lo menos como ministro, porque siempre hay oportunidades en el futuro. De 
todas formas, es importante recibir a esta delegación y, en especial, al ministro Astori, quien hace 
quince años está manejando, directa o indirectamente, la economía del Uruguay. Lo ha hecho con 
aciertos y con errores, como ocurre normal y naturalmente, pero sin lugar a dudas es un hombre 
inteligente y con una muy importante experiencia acumulada. Entonces, en vez de preguntar sobre lo 
que pasó, me voy a atrever a preguntar sobre ciertos aspectos del futuro que me interesan y sobre 
algunas cosas que planteó el señor ministro. Me refiero, por ejemplo, a la sostenibilidad de la deuda o 
a cuáles son las incertidumbres que tenemos a futuro. 


Es bastante evidente que entre los éxitos del señor ministro no está el de haber podido 
controlar el déficit fiscal que, por lo menos en los últimos tiempos, ha sido mucho más alto de lo que se 
estimó. Sin duda, ahí hubo una dificultad. Además, el señor ministro ha sido absolutamente claro al 
respecto, y cada vez que se le ha preguntado sobre el tema ha señalado que es uno de los problemas 
serios que tiene el país por distintos temas. Al recordar la conversación del año pasado —a esta misma 


altura— sobre los líos que había en Argentina y cuánto iban a influir en el crecimiento de Uruguay este 
año, me da la impresión de que en ese momento se minimizó la situación. 


Pero eso no importa, ya pasó; lo que importa es lo que viene. 


Uruguay tiene un problema de déficit fiscal y el próximo Gobierno —sea de quien sea— tendrá 
que encararlo. Lo que escuchamos por parte de distintitos conocedores del tema y calificadores de 
riesgo, es que este es un problema serio que Uruguay debe enfrentar. 


En la exposición del señor ministro respecto al futuro del país, si bien no lo dijo directamente, 
me dio la impresión o me pareció entender que para mantener el grado inversor en el corto plazo, no 
se presentaban riesgos. Apelando a toda su experiencia y como una visión de futuro, me interesa que 
el señor ministro nos dé su opinión sobre qué va a pasar con el déficit fiscal, cuáles son las medidas 
que hay que tomar, qué ocurre si nos seguimos endeudando —porque con este déficit, naturalmente 
hay que seguir endeudándose— y cuándo comienzan las luces amarillas y anaranjadas indicadoras de 
que estamos por perder el grado inversor, eso tan importante que consiguió Uruguay con seriedad y 
trabajo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Bienvenida la delegación del ministerio. 


Con respecto a que se trata de una delegación nutrida, como lo dijo el senador que me 
precedió en el uso de la palabra, voy a decir que es una suerte. Si fuera desnutrida estaríamos 
diciendo que el Gobierno ya no está gobernando y que el pobre Danilo se está quedando solo. ¡Por 
suerte, una delegación nutrida en cuanto a lo numerosa! ¡Y nutrida en cuanto a la calificación para 
poder dar respuesta al Parlamento nacional en torno a los temas que están en discusión! 


Sin dejar de señalar algunos aspectos vinculados a ciertos comentarios que se han 
planteado, quisiera hacer algunas preguntas. Si Uruguay se jugara a un solo sistema productivo, 
estaríamos totalmente errados. Si comparamos en blanco y negro infraestructuras o compromisos que 
se hagan para la inversión de UPM y vemos si lo hacemos o no para la lechería o para la industria, 
estamos equivocados. Porque en realidad, Uruguay ha estado tratando de implementar —el señor 
ministro así lo dejó claro en algunos indicadores— estímulos para la inversión y estímulos para las 
cadenas productivas que se realizan en torno a esa inversión. Creo que en alguna etapa de la 
economía, cuando somos tomadores de precio, algunos estímulos son mayores y otros menores, y 
algunos rubros andan mejor y otros peor. 


Aquí se dijo que en los años 1999 y 2000 aquí la lechería se terminaba en el Uruguay; los 
tamberos tiraban la leche en la calle. Hoy no estamos en esos valores. Si bien tenemos la 
preocupación de que hay una serie de tambos que hoy se cierran, no tenemos la preocupación de que 
los tamberos tiren la leche en la calle —esa era la medida— y que ese producto se desperdicie porque 
aun regalándolo se pierde plata. Esa no es la realidad. Creo que debemos encuadrar el tema en el 
marco de lo que estábamos viendo. 


Quiero hacer algunas preguntas muy puntuales. En el informe de inversión de infraestructura 
vial, al que hacía referencia el señor ministro, lo asignado a caminería rural comenzó a tener una 
especificación más clara a partir de 2016. Eso fue fruto de un proceso en el que estuvo trabajando la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto con el Congreso de Intendentes, y en ese sentido el 
presupuesto nacional recogió iniciativas. En primer lugar, me gustaría que se precisara, respecto a ese 
rubro, el monto en el cual hoy nos encontramos, porque en la gráfica que muestra el señor ministro 
claramente se ve que es un acumulado que estaría indicando que es el doble de lo que iniciamos en el 
2016. Eso se desprende de las gráficas. Para nosotros sería muy esclarecedor que se incluyera la 
evolución del monto. 


Otro elemento es que la ejecución de la caminería rural tiene como contrapartida un 
compromiso de los gobiernos departamentales. Tienen la obligación directa porque la caminería rural 
depende de los gobiernos departamentales. Nos gustaría que le informaran a la comisión si hay una 
evolución de ese monto. 


Para poder entender bien los datos que planteaba el señor ministro en torno a la inversión 
en proyectos de participación público—privada, simplemente queremos que nos hagan una precisión 
sobre lo siguiente. La información dice que se han invertido USD 1.900:000.000 en estos proyectos. 
Hay proyectos que están operativos, otros que están en construcción —como el del ferrocarril, si es que 


entendí bien—, hay unos cuantos que fueron adjudicados provisionalmente y otros en evaluación de 
oferta, y lo que queremos saber es si este estado de situación de los proyectos luego se va a reflejar 
en la inversión estimada para el período 2019-2023. Queremos saber si hay un correlato entre esas 
dos informaciones para poder entender e interpretar las gráficas. 


SEÑOR MINISTRO.- Les agradezco a todos los señores senadores y señoras senadoras que nos han 
hecho llegar preguntas y comentarios. Lo primero que quiero señalar es que más que preguntas se 
han realizado un conjunto de afirmaciones. Lógicamente, aquí están presentes dos visiones distintas 
sobre el país que le asignan a la política económica papeles diferentes. No todos quienes estamos en 
esta sala compartimos los mismos criterios de política económica y eso obviamente es parte de 
nuestro sistema político y de nuestra democracia. Esto se refleja particularmente cuando se preguntan 
cosas que ya han sido analizadas y planteadas en esta sesión, por ejemplo, con respecto a la deuda. 
Hemos escuchado muchas preguntas respecto a cómo se va a pagar la deuda del año que viene o la 
de los próximos tiempos, y hemos pasado varias láminas explicando cómo se van a pagar. Por 
supuesto que no estoy descartando ni preguntas ni respuestas, pero sí quiero decir que a varias de las 
afirmaciones realizadas les hemos dado un tratamiento lo más detallado posible durante la exposición 
inicial. Invito a los señores senadores y a las señoras senadoras a repasar el contenido de la 
exposición de motivos de la rendición de cuentas, porque allí están establecidas con la mayor precisión 
posible y con el mayor esfuerzo las respuestas a muchas de las preguntas que se hicieron. 


Un segundo punto que revela que estamos sustentando visiones distintas, absolutamente 
legítimas por cierto, pero distintas, es el que refiere a las proyecciones. Incluso se llegó a decir en sala: 
«Nosotros acertamos las proyecciones.». Pero las proyecciones no son una cuestión de acierto; son un 
instrumento de gobierno y que pueden cumplirse o no en función de las variaciones de la realidad. 
Cuando uno hace una proyección de cualquier variable económica, se está basando en los datos que 
conoce, en la observación de la realidad. Pero esa realidad puede cambiar y al cambiar obliga a 
cambiar la proyección. Si nos mantuviéramos en los mismos niveles que la realidad está negando o 
contradiciendo, estaríamos cometiendo un error garrafal. Y a nosotros esto nos pasó en diferentes 
oportunidades. Voy a citar una sola que fue mencionada aquí en sala, que precedió a la elaboración del 
presupuesto quinquenal. Allí establecimos proyecciones que luego la realidad negó, a partir de un 
deterioro enorme, no previsto y muy rápido en las condiciones internacionales. Aparentemente, en el 
espíritu de las preguntas que hemos recibido hoy, no juegan, salvo en el análisis del señor senador 
Amorín, quien preguntó específicamente sobre ese tema y sus proyecciones de futuro. 


Pero parecería que todo lo que ocurre en el Uruguay depende solamente de las decisiones 
que se toman en el Uruguay. Y eso, señores senadores, no es verdad. No es verdad porque las 
condiciones internacionales juegan y mucho, sobre todo si son vecinas, y sobre todo si tienen una larga 
historia de impacto e influencia en el país. 


En el pasado hemos tenido problemas con Argentina —no voy a repetirlo aquí-, hemos tenido 
problemas con Brasil, pero yo no recuerdo otra etapa de nuestra historia en la que hayamos tenido 
tantos problemas con los dos juntos, que es lo que le está pasando al Uruguay ahora. 


Recuerdo que en la época en que Uruguay creció a tasas más altas que las actuales, desde 
la oposición se nos decía que todo eso se debía a condiciones externas favorables. Ahora que se 
desacelera el crecimiento, se nos dice que todo esto se debe a errores del gobierno. Entonces, hay un 
cambio de criterio en el análisis que es evidente. 


Creo que la verdad es una articulación entre ambos grupos de factores. Ninguna economía 
se explica solamente por razones internas o solamente por razones externas. Siempre hay una 
articulación entre unas y otras que, a veces, puede ser favorable al país, como en realidad lo fueron 
durante algunos años. Otras veces pueden ser exactamente negativas para el país, como lo han sido 
en los últimos años, y obligan al Gobierno a corregir algunas proyecciones fundamentales, como las 
que ustedes mencionaron hoy en los comentarios y preguntas que realizaron. 


Entonces, no es cuestión de acertar o no acertar, de errarle o no errarle. Es cuestión de leer 
la realidad. Y si la realidad cambia, tendrán que cambiar las proyecciones. 


A nosotros nos pasó —y ese es nuestro criterio- que tuvimos un cambio muy profundo, muy 
rápido, sobre todo muy influyente, a corto plazo, apenas elaborado el presupuesto. Ahora, quiero decir 
que no estamos solos en esas proyecciones porque la mediana de las expectativas de los analistas 
privados del país convocados por el Banco Central coincidía, básicamente, con nuestras proyecciones. 
Cuando digo mediana me refiero a las de mayor frecuencia estadística. Luego, por supuesto, ellos 


también cambiaron las suyas, pero no fuimos los únicos que proyectamos resultados que luego no se 
dieron en la práctica. No es una disculpa, no es una excusa; es, simplemente, un aspecto que necesito 
decirles para que sea tenido en cuenta en los análisis que estamos realizando. 


En cuanto al tema de la deuda, ya dije que nosotros incluimos en nuestra respuesta y en la 
exposición de motivos, precisamente, nuestra posición al respecto sobre varias preguntas realizadas 
en esta sesión. Ahora, a mí me gustaría que profundizáramos este tema. Nos acompaña el director de 
la Unidad de Gestión de Deuda Pública, y le pido autorización, señor presidente, para que pueda 
intervenir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el economista Herman Kami. 
SEÑOR KAMIL.- Buenas tardes. 


Voy a complementar algunas de las expresiones del señor ministro con respecto al segundo 
tema que planteaba la señora senadora, que tiene que ver con el endeudamiento de corto plazo de 
Uruguay. 


El manejo que hacemos del endeudamiento de corto plazo del país es central en nuestra 
estrategia de emisión y administración de deuda pública. Uno de los pilares de esa estrategia ha sido el 
de extender la madurez promedio del vencimiento de deuda, que era el gráfico que mostraba el señor 
ministro. También se ha buscado evitar que en un año determinado haya una gran concentración de 
deuda —es decir, suavizar ese perfil a lo largo del tiempo- y, en particular, evitar que los vencimientos 
de la deuda pública se concentren en el muy corto plazo, o sea, en los próximos doce meses. ¿Qué es 
lo que buscamos con ello? Buscamos que el país no esté expuesto a cambios abruptos en las 
condiciones de acceso al mercado internacional. Además, nos da mayor poder de negociación en el 
momento en que tenemos que ir al mercado. 


Tal como señalaba la señora senadora, el total de los vencimientos de deuda pública del año 
que viene del Gobierno central es de 1.870 millones de dólares. Naturalmente, es un monto 
significativo y es un foco de atención para nosotros, pero quiero dejar bien claro que consideramos que 
es un endeudamiento de corto plazo manejable, y me voy a referir a tres aspectos de ese 
endeudamiento que refrendan lo que estoy diciendo. 


En primer lugar, del total del endeudamiento del Gobierno central solo el 5 % vence en los 
próximos doce meses. Eso es bien importante, porque más allá del monto absoluto, nos indica que la 
porción de deuda de corto plazo en el total es relativamente pequeña. 


En segundo lugar, no solo es importante el nivel de deuda en millones de dólares que vence 
el año que viene, sino la composición por monedas. Uruguay ha intentado en esta última década que 
su endeudamiento, sobre todo, se dé en moneda local para evitar exposiciones a una depreciación del 
tipo de cambio. Justamente, de toda la deuda que vence en 2020, solo el 10 % aproximadamente está 
en moneda extranjera. Esto también es bien importante, porque reduce la exposición a las 
fluctuaciones cambiarias. 


Por último, el tercer aspecto que quería mencionar con respecto al endeudamiento de corto 
plazo es que la deuda que vence el año que viene tiene una tasa de interés mayor a la deuda a la que 
estamos pudiendo colocar en el mercado actualmente. Es decir, la deuda que vamos a retirar tiene un 
costo mayor que la que pensamos colocar. Esto es importante cuando uno piensa en la sostenibilidad 
de la deuda. 


En resumen, estos detalles, como decía el señor ministro, están incluidos en el reporte de 
gestión de deuda que hacemos trimestralmente. Consideramos que es fundamental ser transparentes 
con respecto a todos los números, pero en particular a los de deuda, porque es un insumo fundamental 
para el mercado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el subsecretario, señor Pablo Ferreri. 
SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con su permiso, haría uso de la palabra el economista Christian Daude. 


SEÑOR DAUDE.- Gracias, señor presidente; gracias, señores senadores y señoras senadoras. 


Quiero agregar algo sobre las proyecciones, el déficit y la deuda que creemos importante 
tomar en cuenta. Cuando nosotros nos paramos en la ley de presupuesto, en realidad, la trayectoria de 
meta de déficit que se planteaba claramente estaba asociada a una trayectoria de deuda y a una 
deuda que se iba a estabilizar en ciertos niveles. También eso lo asociamos a que la regla fiscal que 
tiene el país es un tope de deuda. Entonces, esa meta de déficit se trasladaba a una meta sobre la 
deuda, y todos sabemos que la mejor forma de expresar el cargo de esa deuda es, en general, como 
porcentaje del PIB. Entonces, sin entrar en las proyecciones para el 2020, miremos un poco qué es lo 
que ha pasado con la deuda en relación a esa proyección que tenía el Gobierno en la ley de 
presupuesto. 


Hay, obviamente, varias métricas de deuda. Si miramos, por ejemplo, la deuda bruta, aquella 
que no incluye o no resta los activos que mencionaba hoy el señor ministro Astori en su presentación, 
en la ley de presupuesto la trayectoria de déficit que teníamos presentada, que llegaba a un 2,5 % en 
el 2019, implicaba para el 2018 un nivel de endeudamiento del 62,9 % del PIB. Hoy en día estamos en 
64,2 %; o sea que hay 1,3 % por encima de esa trayectoria. Eso, obviamente, es un desvío; pero si lo 
consultan con cualquier profesional de la economía, les va a decir que es un desvío relativamente 
chico desde el punto de vista económico. Es decir que un desvío de 1,3% en cuatro años no 
compromete la trayectoria de deuda. ¿Cómo llegamos ahí? Creo que también es importante tomar en 
cuenta que estas proyecciones están basadas, obviamente, en proyecciones de crecimiento 
económico, y como bien decía el señor ministro al inicio, cuando planteamos la ley de presupuesto —no 
solamente el equipo económico sino también los profesionales analistas privados—, había una visión 
más optimista para el propio año 2015, y también para los siguientes; esa visión, tanto ellos como 
nosotros, la fuimos corrigiendo. Está claro que en ese período, hasta el 2018, la economía en su 
conjunto creció un 4,5 % menos de lo que preveíamos en su momento. Eso implica —y estas cosas no 
están separadas una de la otra— que si hay un menor crecimiento económico, por un lado hay menor 
recaudación; un PIB más chico. Y con la misma trayectoria van los ingresos y egresos, surgiendo una 
deuda, como porcentaje del PIB, mayor. Por lo tanto, frente a un desvío bastante significativo en el 
crecimiento —luego, en las distintas rendiciones de cuentas, lo fuimos incorporando al análisis y 
proyección que hacía el equipo económico del Gobierno—, nos llevó de nuevo a un incremento en los 
ratios de deuda de forma preocupante. 


Claramente, los flujos importan, el déficit importa, y eso —algo que nosotros hemos planteado 
acá en varias ocasiones— requiere más trabajo. Creo que es importante resaltar que el déficit no 
necesariamente se traslada uno a uno a un incremento en la carga de la deuda e implica sí o sí un 
crecimiento uno a uno de esa carga. 


También hay que reconocer que existen otros ingresos, por ejemplo, con relación al 4,8 % que 
se presenta, hay ingresos transitorios, que son los de los cincuentones. Nosotros, con transparencia, 
los separamos, porque esos ingresos no van a estar para siempre; se están ahorrando para enfrentar 
pagos en el futuro. Sin embargo, esos ingresos, hoy en día, son una reducción de la deuda pública y 
por eso también no se traduce el 4,8 % uno a uno a un incremento de la deuda, que es al final el ratio 
que importa más desde el punto de vista de la sostenibilidad. Obviamente, las proyecciones no son 
promesas de crecimiento —el Gobierno no puede controlar toda esa realidad—, sino herramientas para 
planificar y proyectar los ingresos y egresos que tiene el sector público. 


Creo que es importante reconocer que la trayectoria, en todo el período, de la deuda ha sido 
bastante más cercana a la que teníamos inicialmente en la ley de presupuesto, si la comparamos a la 
suma de los déficits fiscales que observamos hoy en día. En ese sentido, unido también a la gran 
fortaleza financiera que tiene el país, podemos decir que esta deuda está en niveles que son 
absolutamente manejables. 


SEÑOR MINISTRO.- A continuación vamos a abordar dos temas que se plantearon: los vínculos 
laborales con el Estado y la caminería rural. 


SEÑOR GARCÍA.- Como siembre, es un gusto estar aquí. 


En relación al tema de los vínculos laborales, voy a tratar de suplir a mi colega, el director de 
la Oficina Nacional de Servicio Civil, Alberto Scavarelli, que no ha venido y trataré de hacerlo de la 
mejor manera. 


Voy a comenzar con el tema de las empresas públicas que sí nos corresponde a nosotros 
como Oficina de Planeamiento y Presupuesto y quiero dejar claro que siempre establecimos que la 


regla del dos por tres, es decir, dos ingresos cada tres egresos, está referido a las empresas públicas. 
Así se ha aplicado y se han obtenido los resultados que voy a mencionar a continuación. 


Aquí tengo un cuadro elaborado por la División de Empresas Públicas, dirigida por la 
contadora Graciela Pérez Montero, con datos que se remontan a 1995. Si nos remitimos a los últimos 
años —estuve repasando los datos, empresa por empresa— y comparamos el año 2014 con 2018, 
incluyendo a todas las empresas del 221, es decir, a los bancos, vemos que en el 2014 había 38.841 
vínculos y en la actualidad se habla de 36.031 funcionarios en empresas públicas. Esto implica una 
caída de 7,8% en la dotación de funcionarios de las empresas públicas. Si nos vamos más lejos y 
tomamos el horizonte del año 1995 a la fecha, vemos que la caída ha sido mayor incluso a la que se 
dio en el Poder Legislativo. Estos números están disponibles y con mucho gusto los podemos hacer 
llegar a la señora senadora. En consecuencia, la regla del dos por tres es correcta, se aplicó y se 
obtuvieron resultados. 


Por otro lado, en cuanto a los vínculos de los funcionarios públicos con la Administración 
Central, a partir del punto 4.2 de la página 352 del informe económico financiero, relativa a los vínculos 
laborales con el Estado, hay información abundante sobre el tema. De todos modos, podemos hacer 
un repaso. 


A partir del año 2009, los vínculos con el Estado se incrementaron en 47.000 y este aumento 
se concentra fundamentalmente en los organismos del 220, es decir, en la Anep, ASSE, UdelaR e Inau- 
Inisa. Esto quiere decir que estos ingresos están vinculados a áreas claves como la educación, la salud 
y la protección social. Es más; parte de la variación que aparece en el 2018 se explica por la 
regularización e incorporación de arrendamientos de servicio en Sanidad Policial y de colaboradores 
honorarios en la UdelaR. Estamos hablando de aproximadamente 1.000 vínculos, que están detallados 
en la página 353. Como decíamos anteriormente, los organismos que han incrementado sus 
vínculos en el período 2009-2018 están referidos a las áreas priorizadas específicamente. Si a las tres 
mencionadas anteriormente agregamos lo relativo a la seguridad, podemos ver dónde se produjeron 
los incrementos. 


En ese período 2009-2018, la Administración Central aumentó levemente la cantidad de 
vínculos, reafirmando lo que acabo de mencionar. En el Ministerio del Interior se incorporaron más de 
3.000 vínculos y en el Ministerio de Defensa Nacional hubo una reducción de casi el mismo número. 
Quiere decir que ahí hay una diferencia que se compensa. 


Si estamos hablando de incrementos en áreas claves y estratégicas o priorizadas, creo que 
es importante destacar que en el conjunto de los restantes organismos de la Administración Central — 
que en total representan 21.000 vínculos— se vienen reduciendo gradualmente en los últimos años: 
más de 900 vínculos en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en el entorno de 600 en el 
Ministerio de Economía y Finanzas, más de 300 en la Presidencia de la República y casi 300 en el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Esto lo sabemos habitualmente porque hay un reclamo 
permanente de los sindicatos de cada uno de estos organismos referido a la reducción de personal. 


Hay algún incremento de vínculos en el Mides, en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y en el Ministerio de Salud Pública, que reafirma lo que estábamos 
diciendo anteriormente. 


Por un lado escuchamos algunas afirmaciones con referencia a los vínculos del Estado que 
desde nuestro punto de vista son simplistas y, paralelamente se incorpora 


—¡bienvenidos!- al discurso político que las áreas prioritarias son seguridad, educación, salud y 
protección social. Entonces, nos parece que estamos absolutamente en concordancia y esta instancia 
en la que estamos poniendo los números sobre la mesa debería contribuir a zanjar definitivamente la 
discusión de este tema. 


Quiero hacer hincapié especial en que si tomamos el período 2015-2018 —que figura en la 
página 354—, los vínculos totales de la Administración Central, incluyendo a los ministerios del Interior y 
de Defensa, se reducen en más de 2.000. En el resto de las páginas se incluye todo el detalle con gran 
amplitud. 


No nos vamos a referir en este momento a los vínculos con los gobiernos departamentales, 
pero también podríamos analizar su evolución. 


En materia de caminería rural, la inversión realizada en este período y la que prevemos 
ejecutar —porque todavía falta un período- tiene que ver con un aporte de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto de unos $ 5.100:000.000, a lo que se suma un aporte de las intendencias 
departamentales de unos $ 2.040:000.000, lo que representa un poco más de USD 200:000.000. En 
varias instancias públicas, nosotros habíamos manejado que en este período de Gobierno se ha 
logrado juntar —por decirlo de manera sencilla— la mayor cantidad de dinero de la historia a favor de la 
caminería rural o departamental, en sentido más amplio. 


Quiero recordar aquí que en el año 2015 hubo una reunión del presidente de la república con 
los 19 intendentes departamentales y el presidente dio la orden de llevar adelante un plan nacional de 
caminería rural en virtud del crecimiento económico que ha tenido el país y la afectación que los 
caminos han tenido. Este plan ya está establecido y ejecutado en parte desde el año 2017. Se realizó 
un proceso muy rico de trabajo con cada una de las intendencias departamentales, estableciendo de 
manera objetiva, con elementos técnicos profundos, cuáles deberían ser las rutas, las vías, los 
caminos departamentales a priorizar en cada uno de los casos en función del tránsito que tienen. 


Digo esto porque era muy importante poner esa objetividad arriba de la mesa. Nos pareció 
que el uso de los recursos tiene que estar destinado a aquellos lugares en los que más se necesitan y, 
en el marco de la autonomía de las intendencias, no siempre lo habíamos corroborado. En algunos 
casos veíamos que los dineros se invertían en caminos que estaban a cargo de las intendencias y que 
no contribuían a cubrir los lugares en los que, por ejemplo, se transportaba mayor cantidad de carga. 
Aquí trabajamos profesionalmente y muy bien con todos a los efectos de tener este plan nacional de 
caminería, que tiene este financiamiento que estaba planteando con anterioridad. 


SEÑOR MINISTRO.- Aprovechando la referencia a este tema que hacía el director de Planeamiento y 
Presupuesto y sabiendo que el senador Pardiñas había hecho una pregunta al respecto, quiero decir 
que las inversiones en participación público-privada están relacionadas con las proyecciones hacia el 
futuro; esto es, forman parte de un conjunto armónico y coherente de datos. 


Otro tema que ha sido tocado y que es importante lleva implícito un planteo acerca de la 
desigualdad de estímulos que recibe la inversión del exterior respecto de la nacional o la producción 
del exterior respecto de la nacional. Me refiero especialmente a la exposición del senador Camy, que 
tocó un problema cuya sensibilidad es evidente y compartimos. Quiero afirmar con el mayor énfasis 
posible que no hay un solo estímulo ni un solo régimen especial de incentivo a la producción y a la 
inversión que no esté equiparado con lo que pueden tener los productores nacionales. Todos los 
productores nacionales tienen acceso a cualquiera de los estímulos que el Uruguay ha concedido a la 
inversión del exterior; lo que pasa es que tenemos problemas de escala. No podemos comparar una 
planta como la de UPM con la producción lechera del país, sobre todo la familiar, que últimamente ha 
sufrido los embates más negativos y profundos. Esto no significa tampoco que hayamos ignorado a la 
producción lechera, porque hemos hecho esfuerzos importantes y hemos puesto en práctica ayudas 
que están en vigencia actualmente. 


Por eso, señor presidente, voy a solicitar autorización para que el señor subsecretario de 
economía se refiera exclusivamente a los estímulos para los lecheros. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.-Como decía el señor ministro, se trata de industrias distintas, de tamaños 
distintos y de una realidad muy diferente. Por lo tanto, las respuestas o las herramientas que se utilizan 
en Cada caso, obviamente, tienen que ser diferentes. Para ilustrar esto por el absurdo, sería ¡ilógico 
pensar en poner tambos en una zona franca. Por eso se ha pensado un set de medidas o de 
herramientas que atienden a la realidad del sector lechero. 


Quiero hacer dos comentarios previos antes de ir hacia las medidas. No coincidimos con lo 
que dijo el senador Camy en el sentido de que se está aniquilando la lechería nacional. Si bien, 
atraviesa problemas, su sector productivo tiene una heterogeneidad importante, dado que los niveles 
de eficiencia y de productividad en función del tamaño de los productores varían enormemente. No es 
lo mismo un pequeño productor que un gran tambo y eso también hay que tenerlo en cuenta al delinear 
soluciones para el sector. De hecho, estamos asistiendo a un fenómeno a escala global de la lechería 
—no solo en Uruguay— de concentración de la producción. En todos los lugares del mundo está 
habiendo una concentración de la producción lechera, por lo que hay menos tambos. Esto también 
ocurre en el Uruguay, sin embargo, hoy en nuestro país hay un récord de producción de leche, es decir 
que se produce más leche que nunca. 


Por lo tanto, el sector atraviesa dificultades atendiendo a esa heterogeneidad, pero no está 
siendo aniquilado. Ha atravesado problemas que tienen que ver, fundamentalmente, en la evolución de 
los precios internacionales de los últimos años, lo que ha llevado a niveles de endeudamiento 
importantes del sector. Más allá de lo que mostramos en la gráfica de la evolución negativa en algunos 
de los últimos meses, los precios han repuntado con respecto al promedio de los últimos dos o tres 
años. Por lo tanto, allí había que ir fundamentalmente a las herramientas que tenían que ver con la 
forma de atender la situación financiera del sector productivo, es decir, de los productores lecheros. 
Distinta es la situación de la industria; son casos diferentes. La industria láctea en Uruguay, 
básicamente, está compuesta por seis o siete grandes empresas con realidades también muy distintas 
y con decisiones empresariales muy diferentes que llevaron a situaciones más complicadas en algunos 
casos que en otros. 


En lo que tiene que ver con el sector lechero hemos trabajado intensamente y sobre todo en 
conjunto con la Asociación Nacional de Productores de Leche, tratando de delinear o dibujar soluciones 
para el sector. Como fruto de ello se ha trabajado en lo que tiene que ver con el subsidio de la energía 
eléctrica que al día de hoy continúa otorgándose. También hemos trabajado en lo que tiene que ver con 
medidas que apuntaron a alivianar el costo del gasoil, si bien este no es un sector intensivo en su uso 
como otros sectores agropecuarios. De todos modos, aquí los pequeños productores pudieron 
descontar el IVA del gasoil y, por lo tanto, se abarató este insumo junto con el abaratamiento que 
comentábamos de la energía eléctrica. 


También se les ha permitido a los productores agropecuarios, dentro de los que están los del 
sector lechero, poder utilizar para pagar todo tipo de obligaciones con cualquier organismo o empresa 
pública, como ser deudas con el Banco de la República, los certificados de créditos que tuvieran en la 
DGI, los que tradicionalmente solo se pueden utilizar para cancelar obligaciones tributarias. Se amplió 
el espectro de lo que se podía hacer con ellos para descomprimir la situación financiera de los 
productores. 


También se creó un fondo de garantía de USD 36:000.000 que permitió que se presentaran 
muchos productores lecheros para utilizarlo y reperfilar deudas. Con este fondo de garantías se podía 
acceder a una reestructura de la deuda y fue utilizado por cientos de productores. Con este fondo, 
que no fue utilizado en su totalidad, se promovieron cambios normativos, en los que se trabajó en 
conjunto con la Asociación Nacional de Productores de Leche y, básicamente, con aquellos que son 
remitentes a Conaprole, en una nueva utilización del fondo para que este pudiera ser la garantía para 
obtener un préstamo en condiciones muy ventajosas, fundamentalmente, con el Banco de la 
República. En una parte importante el préstamo puede ser utilizado para libre disponibilidad, para 
cancelar obligaciones no solo en el sector financiero, sino también con proveedores de insumos de los 
productores lecheros. Quiere decir que se ha trabajado en un arco de medidas bien importante y lo 
hemos hecho en conjunto con el sector, sobre todo, teniendo en cuenta esta heterogeneidad que 
debemos atender, fundamentalmente, con los productores más pequeños que luego son los que 
terminan cerrando y generando desarraigo. Básicamente, también se tuvo en cuenta que hay un 
fenómeno inevitable por el momento a escala global y que tiene que ver con esa concentración de la 
producción lechera. 


SEÑOR GARCÍA.- Complementando la respuesta del señor subsecretario de economía y vinculado 
con el sector lechero, quiero informar también que, como ustedes saben, el presidente de la república 
creó un grupo de trabajo ministerial para incrementar y llevar adelante los acuerdos que el país ha 
firmado con China. Entonces, no todo es presente, sino que también hay temas de futuro. Es así que 
en una misión que realizamos a China —organizada por nuestra embajada en ese país con diversos 
actores—, intercambiamos ideas acerca de diferentes posibilidades de inversiones chinas en Uruguay 
y, particularmente, el sector lácteo fue incluido en ese listado con algunos casos concretos que tienen 
que ver con problemáticas que todos conocemos y que hemos tenido con inversores extranjeros 
privados, franceses en el litoral o americanos como Schreiber o el grupo Gloria en Colonia que, por 
suerte, está retomando el negocio. 


Estos son casos que conocemos porque conversamos con gente del sector y, en ese sentido, 
esto implica una importante perspectiva de futuro, ya que hay mil cuatrocientos millones de chinos, 
entre los cuales hay trescientos millones con altos niveles de consumo de productos de calidad. Esto 
planteará importantes desafíos porque no solo se trata del producto leche en polvo para vender sino 
también de productos con mayor incorporación de valor agregado como, por ejemplo, las fórmulas 
infantiles, que es lo que se está manejando para el sector. Me parece muy importante tener esta 
perspectiva de futuro en el radar, lo que va a implicar —como lo hará el acuerdo Unión Europea— 
Mercosur— acceder a mercados de alta calidad y también trabajar internamente para la mejora de la 


calidad de nuestros productos, a los efectos de obtener el acceso a los mercados de los que podamos 
obtener mayores niveles de precios. 


A fin de complementar la respuesta referida a lo que es una política del país de no 
discriminación —por supuesto- entre inversores locales o extranjeros, quiero recordar algunas cifras de 
la propia Unasep, de la Comap. Desde el año 2005 o 2006, cuando se hace la nueva reglamentación 
de la ley de inversiones, el acumulado en materia de exoneración ronda USD 18.000:000. Son cifras 
que hay que tener en cuenta a la hora de comparar inversiones —tal como razonaba el señor senador 
Camy-, pero que no siempre están sobre la mesa a la hora de hacer esos análisis. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- El señor senador Amorín tocó temas muy importantes con repercusiones de 
futuro, proyecciones e inquietudes que compartimos. En particular, él se refería a algunos temas 
específicos y uno de ellos se vinculaba a la sostenibilidad de la deuda, pero sinceramente creo que a 
esta altura hemos dado argumentos suficientes como para sostener nuestra afirmación acerca de este 
aspecto, así que me voy a remitir a lo que mis compañeros ya han propuesto. 


Naturalmente, el señor senador Amorín también preguntaba acerca de nuestro compromiso 
con la trayectoria fiscal y con el resultado de las cuentas públicas. Nos consultaba acerca de las 
acciones a poner en práctica al respecto y quiero decir que hace años que estamos trabajando en esto. 
Sucede que trabajar por un mejor resultado fiscal en Uruguay no es sencillo en el sentido de la 
velocidad de los resultados. Es obvio que cuando se trata de mejorar un resultado fiscal hay que 
trabajar con sus dos grandes componentes: los ingresos y los gastos. 


Trabajar sobre los ingresos —como lo hemos explicado acá— es algo que venimos haciendo 
desde hace tiempo, sobre todo estimulando la inversión productiva pública, privada, nacional y del 
exterior. Por supuesto que todavía necesitamos resultados mejores a los que hemos obtenido. He 
mencionado la necesidad de transitar por un período de maduración de la inversión y estoy convencido 
de que los resultados van a comenzar en el segundo semestre, antes de fin de año. Los del sector 
público ya están generando resultados importantes, sobre todo en materia de inversión infraestructural 
y eso trae consigo —no con la velocidad que uno quisiera— una trayectoria al incremento de ingresos, 
porque el Estado recauda más y lo hace como consecuencia de que los niveles de actividad son más 
altos. Sin duda, hay que trabajar sobre el gasto. Y la trayectoria del gasto es, precisamente, la más 
difícil de encarar en el Uruguay, por el alto porcentaje de gasto endógeno que tenemos, en el que 
hemos participado todos los partidos, por ejemplo, en la construcción del sistema de seguridad social y 
en las facilidades de 2008, que generaron efectos muy importantes sobre el gasto posterior y que, por 
supuesto, todavía lo tenemos; pero, reitero, participamos todos los partidos. Y está bien que haya sido 
así, porque el sistema de seguridad social uruguayo es un orgullo para el país; es más, es admirado en 
la región y en el mundo. El tema es que, además de admirado, debe ser compatible con las 
restricciones fiscales que tiene el Uruguay y por eso nuestro país deberá hacer una transformación 
estructural importante del sistema de seguridad social, no para empeorarlo —entiéndase bien— sino 
para hacerlo compatible con la trayectoria fiscal. Este gasto endógeno, tan vinculado a la seguridad 
social, cuyo subsidio llega a los USD 3.200:000.000 cada año, hace necesariamente que el trabajo 
sobre el gasto sea lento, porque no se puede ni se debe destruir de un plumazo las conquistas sociales 
muy importantes que ha tenido la sociedad uruguaya. Es por eso que la trayectoria de disminución del 
gasto, teniendo un gasto discrecional de 20 % del total, se hace lenta y nos hace esperar por los 
resultados, actuando con convicción, con perseverancia, tal como lo hacemos ahora. 


Sobre este tema hay otro punto importante en el que Uruguay tiene un saldo deudor, que es la 
calidad del gasto. En esta materia, no hemos avanzado lo que el país necesita. Hay áreas del Estado 
en las que se ha mejorado mucho, hay metas y realizaciones, hay resultados que se examinan y se 
evalúan, hay compromisos de gestión contra los resultados, pero hay otras en las que nada de esto 
existe, por lo tanto, hay que trabajar para hacer que una trayectoria muy lenta —como la que nos ofrece 
el gasto discrecional- sea acompañada por un incremento en la calidad, que también va a tener 
resultados positivos. 


Respondiendo al senador Amorín y a todos los integrantes de la comisión, quiero decir que 
este gobierno está firmemente comprometido con ese objetivo y va a seguir trabajando en esta 
dirección. 


Relacionado con esto, quiero afirmar con total énfasis y claridad que el grado inversor del país 
no peligra, que está asignado, concebido y reconocido por las cinco calificadoras de crédito más 


importantes del mundo. Además, en la mayoría de las calificadoras la perspectiva es estable y 
solamente en el caso de Fitch hay una perspectiva negativa establecida hace un tiempo, aunque sin 
tocar el grado inversor. Podemos decir que este activo está reflejando la confianza que hay en el país. 
Hoy veíamos la curva del riesgo país que es absolutamente demostrativa de lo que estoy señalando en 
este momento. Esto es lo que aprecian las calificadoras de riesgo. Si el mercado califica así a Uruguay, 
como lo vimos en la gráfica —repito, tercer lugar en 73 países emergentes—, es porque nuestro país 
merece el grado inversor, y justamente porque lo merece, no está en riesgo, no está en peligro. 


Por nuestra parte, hemos completado las respuestas a las preguntas que nos han formulado. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO..- El ministro Astori ha sido absolutamente leal en la exposición que ha 
hecho, se mire desde donde se mire, porque no ha eludido ningún tema e, incluso ahora está 
incursionando en el futuro cuando acá viene a hacer una rendición de cuentas. 


Nosotros sencillamente queríamos hacerle una consulta porque hemos quedado muy 
impresionados con el cierre del acuerdo con la firma finlandesa UPM; obviamente, también hemos 
quedado impresionados con todo lo que viene de manera colateral, es decir, la inversión de UPM, el 
tema del puerto y el del ferrocarril. Son cosas que llevaron tiempo, pero que hay que preguntarles a los 
intendentes Vidalín y a Eber da Rosa para ver cuál es el impacto que ellos prevén en la zona. 
Realmente, están encantados con estas inversiones que han llegado al centro del Uruguay para 
cambiarlo, sin lugar a dudas. 


Por deformación personal, porque trabajé muchísimos años en comercio exterior, de todo lo 
que me ha impactado más, ha sido el acuerdo con la Unión Europea y con el Mercosur. Me ha 
impactado más porque ha sido una lucha desarrollada durante 20 años, 15 de los cuales corresponden 
a las administraciones de nuestro Gobierno. En este proceso hemos recibido epítetos muy injustos, 
como que el Gobierno del Frente Amplio había ideologizado el comercio exterior. Sin embargo, todas 
estas manifestaciones se derrumban con este acuerdo, que es de proporciones mayúsculas, sin lugar 
a dudas, y según sus números es el segundo a nivel mundial. 


Ahora bien, esto hay que analizarlo también en el marco internacional con ese otro gran 
acuerdo que está logrando China en Eurasia en el marco de la famosa ruta de la seda y con otras 
movidas más a nivel de las grandes potencias. 


Entonces, señor presidente, ya que estamos hablando del futuro, quiero preguntarle al señor 
ministro si, en virtud de que las corporaciones privadas —llámense cámara de comercio, cuyo 
presidente hizo un informe muy alentador; Asociación Rural del Uruguay, tienen su propia visión-, 
nuestro Gobierno tiene algún ensayo del impacto de inversión y de empleo, es decir, incluso, del 
desarrollo que puede implicar esto en la balanza comercial de Uruguay. Estamos realmente en pañales 
con todo el examen del acuerdo, que va a ser bastante vertiginoso, porque en el rubro bienes, va a 
tener solamente la bilateralidad, porque es una aprobación provisoria del Parlamento europeo y luego 
el que cierre el acuerdo puede ya empezar a comerciar en el rubro bienes de manera bilateral. Me 
parece a mí que en un lapso no menor a tres años quizás ya estemos medio como en la dinámica del 
intercambio comercial con la Unión Europea. Me parece a mí que no es un tema menor en lo que 
implica en el desarrollo del rubro cárnico, pero también el lácteo, que tiene un cuadro aparte en el 
intercambio que va a haber con arancel cero a la Unión Europea. 


La consulta concreta es si tenemos algún tipo de ensayo en cuanto a esos impactos que son 
tan importantes para el desarrollo futuro del país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CAMY.- Yo no quiero generar ninguna discusión, aunque me gustaría porque, evidentemente, 
el equipo económico de Gobierno cuenta con capacidades técnicas y políticas notorias, que reconozco, 
y el de la lechería es un tema que me apasiona. Me alegra coincidir con el señor ministro que lo 
considera un tema muy importante, que no lo dudo, pero como no es el tema de la convocatoria, 
simplemente me remito a hacer una breve referencia. 


Como también respeto mucho al subsecretario Ferreri —por quien tengo aprecio y lo sabe—, 
quiero señalar, primero que nada, que él discrepó con que yo haya utilizado el término «aniquilar» 
refiriéndome a la lechería, pero estoy convencido de que es así. Es más; busqué el significado por si 
acaso no lo había utilizado adecuadamente y constaté que quiere decir destruir completamente una 


cosa, acabar con ella o hacer que deje de existir. Estoy convencido, repito, de que es así y no quiero 
atribuir esta responsabilidad siquiera a medidas que yo pretendería que el Gobierno asumiera a partir 
del reconocimiento de que algunas que se han planteado —como las que se nombraron— las 
reconocemos y las hemos apoyado. 


Creo que este tema también está vinculado con el contexto mundial. Uruguay tiene, como 
Nueva Zelanda y algunos otros pocos países, una condición que tal vez justifica que en el resto de los 
países la lechería sea una actividad subsidiada: que aquí el 80 % de lo que se produce se exporta y 
solo el 20 % va al consumo, contrariamente a la regla de los restantes países del planeta que, por eso, 
subsidian, pero reitero que ese no es el tema. 


Estoy de acuerdo con la descripción que se ha hecho. Acá tenemos una gran cooperativa, 
Conaprole —Cooperativa Nacional de Productores de Leche—, fundadora de la lechería de este país, 
que la distingue y ha hecho de ella, de forma eficiente, un proceso económico, social, productivo y 
cultural. Por eso, tanto me aterra: porque tambo que se cierra no vuelve a abrir. Es una producción 
distinta a cualquier otro tipo, pues forma parte de una cultura que tiene que ver con el trabajo, con el 
modo de trabajo, así como con la trasmisión de ese conocimiento. De hecho, incluso, la propia 
radicación, cercana a Montevideo, explica que no se trata solo de la fertilidad de la tierra o de razones 
climáticas. 


La fundación de Conaprole, entre otros temas, está vinculada a la leche cuota, a la leche 
industria y a los subsidios históricos que el Uruguay dio a la lechería, a las transferencias. Recuerdo 
haber hablado de esto más de una vez con el exsenador Mujica, con quien me gustaba conversar 
sobre estos temas. 


Creo que a veces los políticos —por lo menos hablo por quienes queremos ingresar en ese 
tema-— no nos animamos a decir la verdad de la lechería a la sociedad. Ha habido una transferencia al 
sector lechero y al precio de la leche y capaz que a eso no lo decimos radicalmente y con todas las 
letras porque no nos conviene cuando hacemos los números electorales. ¡Miren en qué tiempo estoy 
hablando de esto, a pocos meses de someternos nuevamente a la consideración popular! Pero 
Conaprole está tecleando, ¡está tecleando! 


La otra categoría, conformada por las empresas del litoral: exPILl —que ya cerró—, Calcar, 
Claldy —otra categoría porque son empresas no tan grandes, aunque son exportadoras— también están 
con serias dificultades. Hay otras que han sido nombradas por parte de García, algunas de las que 
cuales han cerrado. Felizmente, el grupo Gloria, de Nueva Helvecia, se está reabriendo, pero hay unas 
treinta industrias —que son pymes lácteas que se han nucleado formalmente— que están vinculadas, 
contrariamente, al mercado interno, que constituyen, definen y, fundamentalmente, dan razón a la 
existencia de muchos centros poblados, básicamente, del suroeste del país. 


Tenemos que la primera —la única anterior a Conaprole—, en Cerro Largo —se retiró el señor 
senador Pardiñas que conoce bien el tema- que dio lugar a que se promoviera la colonia Wilson 
Ferreira Aldunate y hoy está, por supuesto, sin funcionar, como la vieja Coleque de Quebracho. 


Entonces, hay un modelo productivo, social, cultural y demográfico vinculado a la lechería 
que estoy convencido —los números me dicen que cierra un tambo cada cuarenta horas— que se está 
aniquilando. 


Quiero decir expresamente —y que conste en la versión taquigráfica—- que no estoy 
atribuyendo a este Gobierno, ni a los que ha tenido el Frente Amplio en los últimos 15 años, la culpa de 
esto. Difiero en algunas cosas que no se han hecho y coincido con algunos aspectos de las que sí se 
han hecho, pero quiero señalar claramente que me preocupa que no estemos advirtiendo la magnitud 
del problema de igual manera. Creo que la lechería nacional está en luz roja y lo tengo que decir en 
este ámbito. Cuando escucho que el director de la OPP señala que, precisamente, se incorpora en la 
avanzada comercial y diplomática hacia China una perspectiva para el sector lácteo —porque de los 
1.400:000.000 de ciudadanos de ese país, 300:000.000 tienen una capacidad contributiva y 
socioeconómica que les permite ser potenciales consumidores— pienso que con más razón tenemos 
que plantearnos la vigencia del sector lechero y preocuparnos por estar dejando, a mi juicio, que se 
aniquile. Si lo prefiere el subsecretario podría suavizar la dureza del término, pero lo cierto es que 
debemos tener acciones prontas hacia un sector que las está requiriendo con urgencia. 


Apostaba al señor ministro Astori porque soy esencialmente wilsonista. Me hago cargo de lo 
que digo: el wilsonismo es uno de los pocos sectores que no ha gobernado este país. Pero los que nos 
formamos en ese sector y pertenecemos a él, quienes estuvimos en los inicios de la CIDE, creemos en 
las políticas, en las concepciones. porque, si no, ¿qué hacemos con ALUR? Obviamente, no es UPM, 
pero hubo subsidios. ¿Qué hicimos con alguna de las empresas autogestionadas? Se tomaron 
definiciones, algunos podrán gustar y otras no, pero eso es lo que estoy planteando y hacia eso dirigí el 
paralelismo con UPM. No pretendo poner un espejo con dimensiones distintas, sino destacar el 
concepto de una actividad que ha dado lugar, reitero, al arraigo de miles de familias en el medio rural; 
más de 800.000 hectáreas; más de catorce campos de recría, doce de ellos impulsados por el Instituto 
Nacional de Colonización; a la modalidad de uso común de la tierra; a trabajos de calidad bien pagos 
en la industria; a la exportación y a todo lo que lleva a que en este país, más de la mitad sigamos 
viviendo en el interior con oportunidades y niveles de vida similares a los de la capital. ¡Eso es la 
lechería! Por eso hice énfasis —permítaseme la expresión— al decir que se está aniquilando. ¡Ojalá me 
equivoque! 


Dicho esto, quiero aprovechar el buen ánimo de este intercambio, para acercarles, con mucha 
humildad —siempre ha sido muy receptivo el señor subsecretario—, quisiera acercarles algunas ideas 
vinculadas a medidas que se pueden tomar. Creo que hay que hacer un avance comercial y 
diplomático a Centroamérica y África subsahariana —el sur de África- como mercado de exportación. 
Conaprole acaba de ganar la última licitación a Fonterra. Aunque Argentina cotizó muchos menos que 
Conaprole, no pudo cumplir. Allá sí que aniquilaron la lechería. Cotizaron a menos y no pudieron 
cumplir, por esa razón Conaprole ganó la última licitación para vender leche descremada en polvo a 
Africa. 


Creo que se puede trabajar para que los pequeños productores que tributan Imeba puedan 
descontar el IVA a los insumos y que hay cosas que se pueden hacer, entonces, más que acercar una 
idea, me gustaría ir a escuchar alguna consideración para las más de seiscientas personas que están 
vinculadas a las pymes lácteas que tienen un problema, fundamentalmente los queseros artesanales, 
con el costo del IVA y el destino que se le da. Repito, me parece que hay algunas ideas que se pueden 
aportar y por eso voy a aprovechar la instancia, si me lo permiten, para acercárselas. 


Agradezco que me hayan permitido plantear un tema que está fuera de la convocatoria de la 
reunión, pero el tenor y la importancia de las autoridades presentes, hacía imprescindible que planteara 
este tema que me preocupa en grado primordial. 


SEÑORA ASIAÍN.- Simplemente quiero reiterar mi pedido y agradecer el envío de la tabla al señor 
director de la OPP. 


SEÑOR MINISTRO.- Respecto a los puntos recientemente tocados, en particular el de la producción 
lechera, ya hemos dado nuestro punto de vista. 


En respuesta a la pregunta sobre el acuerdo entre Europa y el Mercosur, quiero decir que 
tanto el Ministerio de Economía y Finanzas, a través de su asesoría de política exterior, como la 
Cancillería, ya han elaborado ensayos preliminares de impacto del acuerdo. De todas formas, van a 
volver a trabajar con mayor información y más datos para obtener un ensayo —como decía el señor 
senador— más profundo y más riguroso acerca de los alcances y los impactos del acuerdo. 


Por lo tanto, ese material ya está disponible en una versión preliminar, sobre la que se va a 
seguir profundizando en el futuro. 


Gracias, señor presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos y saludamos al equipo del Ministerio de Economía y Finanzas. 
Con los señores senadores, nos volvemos a reunir el viernes a las 10:00 de la mañana. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 17:01). 
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